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19) Levantamiento de la Sesión............oo..... 106 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 29 de abril de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria el próximo martes 3 de mayo, a la hora 
9:30, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1% Discusión general y particular de un pro- 
yecto de ley modificativo de la Ley N* 11.029, de 12 
de enero de 1948, en la redacción dada por la Ley 
N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, relativo al 
Instituto Nacional de Colonización. 

Carp. N* 152/10 - Rep. N* 272/11 - Anexo I 


2% Informe de la Comisión de Defensa Nacional, 
relacionado con la solicitud de venia del Poder Eje- 
cutivo a efectos de conferir el Ascenso al grado de 
Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 1” 
de febrero de 2011, al señor Teniente Coronel, Juan 
Manuel Prada Viglione. 

Carp. N* 503/11 - Rep. N* 271/11 


39) Informes de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos, relacionados con la solicitud de venia remi- 
tida por el Poder Ejecutivo, a los efectos de destituir 
de su cargo: 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud 
Pública, Centro Hospitalario Pereira Rossell, de- 
pendiente de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado. (Plazo constitucional vence el 5 
de mayo de 2011). 

Carp. N* 479/11 - Rep. N* 253/11 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Centro Departamental de Treinta y Tres, depen- 
diente de la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado. (Plazo constitucional vence el 5 de mayo 
de 2011). 

Carp. N* 486/11 - Rep. N* 255/11 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Servicio del Hospital Pasteur, dependiente de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado. 
(Plazo constitucional vence el 17 de mayo de 2011). 

Carp. N* 485/11 - Rep. N* 269/11 


- a una funcionaria de la Presidencia de la Repú- 
blica. (Plazo constitucional vence el 30 de mayo de 
2011). 

Carp. N* 474/11 - Rep. N* 266/11 


4%) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita 
la venia correspondiente a fin de destituir de su cargo 
a una funcionaria del Ministerio de Educación y Cul- 
tura (Se incluye en el Orden del Día por vencimiento 
del plazo reglamentario). (Plazo constitucional vence 
el 1” de junio de 2011). 

Carp. N* 491/11- Rep. N* 273/11 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Baráibar, Bordaberry,  Chiruchi, 
Da Rosa, Dalmás, Gallinal, Gallo Imperiale, 
Gamou, Heber, Lacalle Herrera, Larrañaga, 
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Lorier, Martínez, Michelini, Montiel, Moreira 
(Carlos), Moreira (Constanza), Nin Novoa, 
Pasquet, Penadés, Rubio, Saravia, Solari, 
Tajam, Topolansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Couriel y Fernández Huidobro. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 9 y 36 minutos.) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Presidencia de la Asamblea General destina 
un Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un 
proyecto de ley por el que se prorroga el plazo dis- 
puesto por el artículo 4” de la Ley N* 18.771, de 22 
de diciembre de 2010, sobre Emergencia Sanitaria de 
la Asistencia Anestésico-Quirúrgica. 

- ALA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 


El Poder Ejecutivo remite copia de los siguientes 
Mensajes: 


- por los que comunica la promulgación de los si- 
guientes proyectos de ley: 


- por el que se aprueba el Acuerdo Marco para el 
Establecimiento de un Área de Libre Comercio entre 
el Mercosur y la República de Turquía, firmado en la 
ciudad de Tucumán, República Argentina, el 30 de 
junio de 2008. 


- por el que se concede una pensión graciable al 
señor Jorge Antonio Acuña Antúnez. 


- por el que se aprueba la Adhesión al Convenio 
Internacional de Torremolinos del año 1977 y su Pro- 
tocolo del año 1993 para la seguridad de los buques 
pesqueros. 


- por el que se autoriza el ingreso al territorio na- 
cional de efectivos y aeronaves de la Fuerza Aérea 
Brasileña, y la salida del territorio nacional de efecti- 
vos y aeronaves de la Fuerza Aérea Uruguaya, entre 
los días 18 de abril y 6 de mayo de 2011, para realizar 
el Ejercicio Militar Combinado “URUBRA TI”. 


- por el que se aprueba el Acuerdo sobre Co- 
operación Económico-Comercial y Técnica entre el 
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Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República de Turquía, suscrito en 
Montevideo el 30 de abril de 2009. 


- por el que comunica que ha dictado resolución 
por la cual se designa como Presidente del Directorio 
de la Administración de las Obras Sanitarias del Esta- 
do al ingeniero Milton Eduardo Machado Lens. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Cámara de Representantes remite aprobado en 
nueva forma un proyecto de ley por el que se desig- 
na con el nombre “Químico Luis S. Dini” la Escuela 
N* 26 de la localidad de Paso Bonilla, departamento 
de Tacuarembó, dependiente del Consejo de Educa- 
ción Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


La Presidencia de la Cámara de Senadores remite 
Resolución N* 86/11, de fecha 29 de abril de 2011, 
por la cual comunica que ha declarado desierto el 
concurso para cubrir hasta dos cargos del grado Cho- 
fer del Escalafón “E” - Serie Locomoción de la Cá- 
mara de Senadores, convocado por la Resolución de 
Secretaría N* 152/11, de fecha 14 de marzo de 2011. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
eleva informado un proyecto de ley por el que se mo- 
difican los artículos 35, 70 y 101 de la Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948, en la redacción dada por la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, sobre el 
Instituto Nacional de Colonización. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva por 
vencimiento del plazo reglamentario la solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo para destituir de su car- 
go a una funcionaria del Ministerio de Educación y 
Cultura. 

- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


El señor Senador Pedro Bordaberry, de conformi- 
dad con lo dispuesto por el artículo 118 de la Cons- 
titución de la República, solicita se curse un pedi- 
do de informes con destino al Ministerio de Defensa 
Nacional, relacionado con un predio sito en el de- 
partamento de Rocha con fines de instalación de un 
mineroducto. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


El Juzgado Letrado en lo Penal y de Menores de 
Cuarto Turno de Salto remite Oficio N* 1031, de 4 
de abril de 2011, reiterando el Oficio N* 5794, de 
21 de abril de 2010, en autos caratulados “Perrone, 
Juan. Denuncia”, por el que solicita la suspensión 
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de los fueros parlamentarios del señor Senador su- 
plente Eduardo Muguruza Galvalisi, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 114 de la Constitu- 
ción de la República. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Junta Departamental de Paysandú remite copia 
de una moción presentada por el señor Edil Gustavo 
Bonifacio, relacionada con la conmemoración del 1% 
de Mayo en instituciones de enseñanza dependientes 
del Codicen y unidades militares. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Rivera remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Edil Ramón Montejo, relacionadas con el 
proyecto de reforma constitucional que propone bajar 
la edad de imputabilidad de los menores por determi- 
nados delitos graves. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Junta Departamental de Colonia remite: 


- copia de la exposición escrita presentada por el 
señor Edil Fredis Antúnez, relacionada con la falta 
de agua potable que padece la Escuela Rural N* 78, 
ubicada en Paraje Riachuelo. 


- copia de una resolución por medio de la que se 
resuelve solicitar al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas el retiro urgente de la Escollera de Boca del 
Cufré. 


La Junta Departamental de Maldonado remite co- 
pia de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Juan Shaban, relacionadas 
con el plebiscito referido a la edad de imputabilidad 
penal. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Embajada del Japón remite nota de agradeci- 
miento por el apoyo brindado por nuestro Parlamento 
con motivo del desastre natural que ha atravesado el 
citado país. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La funcionaria Carla Rischewski presenta recurso 
de revocación contra la Resolución de la Cámara de 
Senadores de fecha 5 de abril de 2011, por la cual se 
aprueba el Reglamento de Calificaciones, Concursos 
y Ascensos de la Comisión Administrativa. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS.” 


CÁMARA DE SENADORES 


59-C.S. 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Pedro Bordaberry, de con- 
formidad con lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un 
pedido de informes con destino al Ministerio de De- 
fensa Nacional, relacionado con un predio sito en el 
departamento de Rocha con fines de instalación de 
un mineroducto”. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 2 de mayo de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Senador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el ar- 
tículo 118 de la Constitución de la República, solicito 
tenga a bien remitir el siguiente pedido de informes 
al Ministerio de Defensa Nacional: 


1- Si dicha Secretaría de Estado ha otorgado o 
se encuentra estudiando la posibilidad de otorgar en 
concesión, comodato, arriendo, usufructo, enajena- 
ción u otra modalidad de transferencia del uso o la 
propiedad, un predio a privados para el desarrollo de 
un puerto, en el departamento de Rocha, vinculado a 
la instalación de un mineroducto. 


2- En caso afirmativo, se informe: 


a) Lugar de ubicación, superficie y planos del in- 
mueble. 


b) Qué derechos se confieren (uso, propiedad, 
etc.), mediante qué modalidad jurídica (concesión, 
comodato, arriendo, etc.), por qué plazo y bajo qué 
condiciones. 


c) Cuáles son las contrapartidas que percibirá el 
Estado uruguayo. 


d) Si el Estado uruguayo asume compromisos de 
cualquier naturaleza. 


e) Quién es el promotor o contraparte. 
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f) Cuál de los procedimientos administrativos de con- 
tratación previstos en el Tocaf se utilizó o se utilizará. 


3. Se adjunten los siguientes documentos: 


a) Copia completa del expediente administrativo 
correspondiente. En particular: propuesta o solicitud 
del promotor, estudios técnicos, informes, actos ad- 
ministrativos dictados, intervención del Tribunal de 
Cuentas. 


b) Copia de los contratos o borradores de contrato 
respectivos. 


Sin otro particular, lo saludo muy atentamente, 


Pedro Bordaberry. Senador.” 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a la anterior convocatoria del Cuerpo. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la Sesión extraordinaria del 26 de abril no se 
registraron inasistencias. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 2 de mayo de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Cr. Danilo Astori 

De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito al Cuerpo me conceda licen- 
cia al amparo del artículo 1% de la Ley N* 17.827, de 14 
de setiembre de 2004, desde el día 4 de mayo y hasta el 
día 16 de mayo inclusive, por motivos particulares. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente. 


Eleuterio Fernández Huidobro. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 16 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Luis Rosadilla ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Carlos Ga- 
mou, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 2 de mayo de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, para parti- 
cipar del encuentro “Los caminos de la Integración 
Regional ¿Hacia dónde vamos?” organizado por el 
Centro de Estudios Políticos, Económicos y Sociales 
(CEPES) en la ciudad de Buenos Aires, Argentina, el 
día martes 3 de mayo. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente, 
Alberto Couriel. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 18 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Yamandú Orsi y Da- 
niel Garín han presentado notas de desistimiento, in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el 
señor Daniel Montiel, a quien ya se ha tomado la pro- 
mesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 3 de mayo de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


Por la presente y de acuerdo a la Ley N* 17.827, 
solicito a Ud. me conceda licencia por asuntos perso- 
nales el día jueves 5 del corriente mes. 


Sin otro particular, saludo a Ud. atte., 
Rafael Michelini. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Antonio Ga- 
llicchio, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) ROGER RODRÍGUEZ, PREMIADO POR CASA 
AMÉRICA CATALUNYA A LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN EN IBEROAMÉRICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En el día de hoy quiero, 
muy especialmente, hacer conocer y congratularme 
por el premio Casa América Catalunya a la Libertad 
de Expresión en Iberoamérica que recibió ayer el pe- 
riodista Roger Rodríguez. 


Antes de mencionar las características del pre- 
mio, quisiera expresar nuestra especial satisfacción 
por lo que nos une con Roger Rodríguez, a quien en 
la época de la clandestinidad conocimos luchando 
por la defensa de la democracia y con quien pudimos 
compartir el semanario Convicción -posiblemente el 
señor Presidente del Senado lo recordará-, que jun- 
to con Enrique Alonso Fernández, Ernesto De Los 
Campos -“el ratón”-, Víctor Vaillant, “Pepe” D' Elía 
y otros muchos compañeros, fue utilizado por el mo- 
vimiento sindical y por lo que era la resistencia para 
denunciar la dictadura. Allí surgieron muchos de los 
muy buenos periodistas que hoy tiene nuestro país; 
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buena parte de esa gente -incluido Roger- participó 
de una experiencia de periodismo independiente que 
realmente buscó hacer gala de lo que significa formar 
cabezas críticas: individuos inteligentes que transmi- 
ten las diferentes formas y encares que tiene todo 
tema para que cada ciudadano, con su propia cabeza, 
forme su opinión. Esto es lo que algunos, por lo me- 
nos, pensamos que es la verdadera forma de hacer 
periodismo y contribuir a la democracia. 


Con Roger pude participar de todas estas instan- 
cias en la militancia, tanto en Convicción como en lo 
que fue la breve existencia de Tiempo de Cambio, y 
luego, a lo largo de estos años, mantuve con él una 
amistad, no futbolística pero sí personal y política. Por 
todo eso me resulta sumamente grato realizar este 
reconocimiento y me alegra -creo que todo el Uru- 
guay debe hacerlo- el premio que ha recibido, por su 
valentía y por las características que siempre tuvo en 
su lucha. Es un hombre extremadamente inteligente, 
que ha preferido ser consecuente con la libertad de 
los derechos de expresión y del periodismo de inves- 
tigación independiente, que optar por otros caminos 
que, de repente, le podrían haber asegurado mucha 
más tranquilidad económica y personal. 


En cuanto al premio otorgado, me voy a permitir 
citar lo siguiente: “Eljurado del Premio Casa América 
Catalunya a la Libertad de Expresión en Iberoaméri- 
ca ha otorgado el galardón correspondiente a su sexta 
edición al periodista independiente uruguayo Roger 
Rodríguez. Antoni Traveria, director general de Casa 
América Catalunya, entidad que este año celebra su 
centenario, ha comunicado la decisión del jurado a 
Roger Rodríguez, quien ya ha confirmado que estará 
en Barcelona el próximo 2 de mayo, víspera del Día 
Mundial de la Libertad de Prensa, para recibir este 
galardón. 


El Premio Casa América Catalunya a la Libertad 
de Expresión pretende reconocer la tarea de aquellos 
medios de comunicación, colectivos o profesionales 
que se distinguen en el ejercicio del periodismo orien- 
tado hacia la defensa de las libertades de expresión, 
información y opinión en el ámbito de la comunidad 
iberoamericana de naciones. 


En el caso de Roger Rodríguez, el jurado ha valo- 
rado la firme trayectoria de este periodista uruguayo 
de 51 años de edad en la reivindicación de los dere- 
chos humanos a través de su labor periodística. 


Así, en 1984 Rodríguez se convirtió en el último 
procesado por la dictadura a raíz de una información 
sobre malos tratos a prisioneras políticas de un penal 
de Montevideo. Rodríguez fue acusado de ataque a la 
moral de las Fuerzas Armadas y amnistiado un año 
después por el primer gobierno democrático del país. 
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Durante su trayectoria, Rodríguez ha investigado 
y denunciado casos de asesinatos, torturas y tras- 
lados clandestinos de detenidos cometidos por la 
dictadura militar de Uruguay. Sus artículos e infor- 
maciones se han erigido en pruebas de cargo en jui- 
cios como el que se sigue contra la llamada Juventud 
Uruguaya de Pie (JUP), brazo armado del escuadrón 
de la muerte que operó en este país en la década 
de los setenta. También ha intervenido como testigo 
en otros procesos judiciales contra relevantes episo- 
dios de las dictaduras uruguaya y argentina, como 
las causas Orletti, casos de niños desaparecidos o el 
Plan Cóndor. 


Roger Rodríguez también declaró en Brasil en las 
indagaciones que se efectúan para aclarar el presun- 
to envenenamiento mortal del ex presidente del país, 
Joao Goulart, en 1976, cuando residía en Argentina. 
Su labor periodística se añadió, asimismo, a las prue- 
bas judiciales que permitieron encarcelar a los dicta- 
dores uruguayos Juan María Bordaberry y Gregorio 
Álvarez. 


Entre otros reconocimientos, Rodríguez acaba de 
recibir en Río de Janeiro la Medalla Chico Mendes 
a la Resistencia. En 2002 fue premiado por el Movi- 
miento Justicia y Derechos Humanos de Porto Alegre, 
y en 2006, por 9 organizaciones no gubernamentales 
de Montevideo. 


En la actualidad, Roger Rodríguez investiga para 
la Fundación Mario Benedetti casos de violaciones 
de los derechos humanos y escribe para la revista 
CarastCaretas de Montevideo, donde ha denun- 
ciado una ofensiva coordinada de grupos de ultra- 
derecha latinoamericanos con el apoyo de partidos 
europeos”. 


Señor Presidente: podría hablar extensamente 
acerca de alguien con quien tuve la suerte y el pla- 
cer de tener una experiencia de vida. En particular, 
quise realizar este reconocimiento a Roger Rodrí- 
guez, un luchador de toda la vida y alguien que ha 
puesto los valores por encima de la tranquilidad in- 
dividual. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a él y a su familia, a la Asociación 
de Prensa del Uruguay, al Ministerio de Educación y 
Cultura y a quien corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


- 26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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8) DESTACADO NIVEL EDUCATIVO CHILENO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: cuando el 
año pasado se difundieron los resultados de las prue- 
bas PISA 2009, quedó claro que Chile era uno de los 
países que había cumplido mejores performances. 
Particularmente, en lectura y ciencia fue el mejor de 
los países de América Latina. 


Quizás esos resultados positivos hubiesen hecho 
dormir en los laureles a otros países, pero no fue el 
caso de los chilenos, que el mes pasado sancionaron 
la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento 
de la Calidad de la Educación. Esta importante ley 
recibió el apoyo de los sectores mayoritarios de la 
oposición chilena, además, naturalmente, de los del 
partido de Gobierno, y creó una nueva organización 
en la estructura del sistema educativo chileno, que 
pasa a tener tres componentes fundamentales. El Mi- 
nisterio de Educación establece las políticas públicas 
educacionales, entrega apoyo pedagógico y coordina 
el funcionamiento de las demás instituciones, que si 
bien son autónomas, deben funcionar en la lógica de 
un sistema. El Ministerio deberá presentar un plan 
cuatrienal de aseguramiento de la calidad, por el que 
deberá rendir cuentas de manera anual. Además, ela- 
borará las bases curriculares, los planes de estudio y 
de evaluación y los estándares de aprendizaje, entre 
otros. En el mismo sentido, por esta ley se crea una 
Superintendencia que tiene como objetivo fiscalizar 
el cumplimiento de la ley y la normativa educacio- 
nal, así como también rendir cuentas de todos los 
recursos provenientes de los sostenedores públicos y 
privados, además de atender consultas y reclamos y 
aplicar las sanciones según lo dispone la normativa 
educacional, con el cierre de colegios en los que se 
constate niveles de mala calidad. La tercera pata del 
sistema que se crea, la Agencia de Calidad, evalúa el 
aprendizaje de los alumnos y clasifica los estableci- 
mientos según sus logros en la enseñanza, con el fin 
de focalizar el apoyo del Ministerio hacia aquellos de 
menor rendimiento e informar a la comunidad sobre 
los resultados que obtienen. 


Todos estos datos acerca de esa ley los extraje de 
la página oficial del Ministerio de Educación chileno. 


Ahora bien, es muy interesante enterarse de 
algunos comentarios que se hacen acerca de esta 
ley, provenientes de voces de la oposición al ac- 
tual Gobierno chileno. Es así que en una página 
en Internet de Mariana Aylwin, hija de quien fuera 
Presidente de Chile, don Patricio Aylwin, y Minis- 
tra de Educación de Ricardo Lagos entre los años 
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2002 y 2003, se puede leer la siguiente afirmación: 
“Se trata de la mayor reforma al aparato estatal en 
el ámbito de la educación desde su descentraliza- 
ción en los 80. El ministerio actual es una máquina 
pesada que concentra muchas funciones y tiene 
pocas atribuciones. No da el ancho para cumplir 
las expectativas de calidad que el país tiene res- 
pecto de su educación. La nueva institucionalidad 
otorga más atribuciones y separa las funciones de 
fiscalización, evaluación y definición de políticas 
de apoyo”. 


Más adelante menciona que esto es un logro 
muy importante para Chile y que la gratifica el he- 
cho de que las fuerzas políticas que sustentan al 
Gobierno actual y que en el anterior período de 
Gobierno se habían opuesto a los lineamientos fun- 
damentales de esta reforma elaborada por Miche- 
lle Bachelet, ahora hayan hecho suya la iniciativa 
y la apoyen al punto de convertirla en ley. También 
señala que las fuerzas de la Concertación apoyaron 
mayoritariamente la ley con la sola excepción de 
algunos sectores minoritarios que se autoexcluye- 
ron del proceso. 


Creo que aquí hay enseñanzas muy importantes 
para nuestro país, porque un gobierno que se instaló 
hace poco logró concretar una iniciativa muy impor- 
tante en una materia crucial para todos los países y lo 
hizo con el consenso de las fuerzas del gobierno y de 
la oposición, del que solo se excluyeron los sectores 
radicales que se encuentran a ambos lados del espec- 
tro ideológico. Y como bien lo señaló la ex Ministra 
Aylwin en su comentario, este acuerdo político per- 
mitió superar las resistencias corporativas que tan a 
menudo se erigen en obstáculos insuperables para las 
reformas en la educación. 


Considero que tenemos que tomar nota de todo 
esto y actuar tan rápidamente como nos sea posible, 
lo que, por cierto, en nuestro país resulta un tanto 
difícil, más en un tema de esta trascendental impor- 
tancia. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Presidencia de la República, 
al Ministerio de Educación y Cultura y al Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Pasquet. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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9) PROFESOR DOCTOR ORESTES FIANDRA. 
SU FALLECIMIENTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Gracias señor Presidente. 


Quiero distraer la atención del Senado para recor- 
dar que el viernes 22 de abril falleció en Uruguay el 
profesor doctor Orestes Fiandra. Fue un académico y 
una de las eminencias uruguayas que ha marcado en 
el mundo la trascendencia de la escuela uruguaya de 
Medicina, especialmente de la Cardiología. 


El profesor Fiandra, nieto de inmigrante croata, 
nació en Montevideo el 4 de agosto de 1921 y pasó 
su niñez en Nueva Palmira, lugar de donde su madre 
era oriunda. 


En setiembre de 1954 viajó a Suecia para capaci- 
tarse en cateterismo y angiografía. Allí conoció, entre 
otros destacados profesionales, al doctor Rune Elmq- 
vist, médico e ingeniero y Director del Sector Produc- 
tos Médicos de la empresa “Elema-Schonader”. 


Fue becado por el Instituto Karolinska, donde 
pudo apreciar cómo se mantenían vivos a los pacien- 
tes con un marcapasos externo. Al observar esto, pro- 
puso al doctor Elmgqyvist abocarse a fabricar un mar- 
capasos más pequeño para que pudiera implantarse 
en el cuerpo humano. Si bien al doctor Elmgqyvist le 
agradó la propuesta, no estaba seguro de la eficiencia 
de sus componentes. 


Con el desafío no resuelto volvió a Montevideo, 
donde continuó su carrera docente. En 1956 le de- 
rivan una paciente con una patología cardíaca que 
parecía ser la ideal para una solución arriesgada: in- 
tentar implantar por primera vez un marcapasos pe- 
queño a un ser humano. Consultó al doctor Elmgqyvist, 
en Suecia, si habían fabricado un marcapasos con 
estas características y si bien la respuesta fue afir- 
mativa, se le informó que el resultado obtenido no 
había sido el esperado. El profesor Fiandra propuso 
usar acumuladores recargables por radiofrecuencia 
en lugar de las baterías, y el doctor Elmqyvist, a pe- 
sar de tener sus dudas al respecto, aceptó fabricar un 
marcapasos con esas características. 


El 3 de febrero de 1960, el doctor Fiandra junto con 
el cardiocirujano Roberto Rubio realizaron el primer 
implante de marcapasos en América, revolucionando 
la cirugía cardíaca en nuestro país y en el mundo. En 
el Uruguay, durante varios años se colocaron -y aún se 
colocan- estos costosos aparatos importados; pero acu- 
mulado a este esfuerzo, en 1969, junto a un grupo de 
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ingenieros, el doctor Fiandra funda el Centro de Cons- 
trucción de Cardioestimuladores del Uruguay (C.C.C.). 


En otro orden de cosas, al regresar de Suecia el 
doctor Fiandra impulsó la creación de un Fondo para 
cubrir los costos de las tecnologías médicas de alto 
valor y la cirugía cardíaca. Esto se vio materializado 
en lo que hoy es una ejemplar realidad en la institu- 
cionalidad uruguaya de la medicina, que es el Fondo 
Nacional de Recursos, y de ese modo se logró que 
todos los pacientes, sin importar su condición econó- 
mica, accedieran a la tecnología médica de alto costo. 


También publicó más de doscientos trabajos en 
destacadas publicaciones y recibió más de doscientos 
premios, entre ellos varias veces el primer premio de 
la Academia Nacional de Medicina. 


Además de ser médico, tenía capacidad inventi- 
va y gracias a ello fue que registró tres patentes en 
el Uruguay: “Electrodo de autofijación”, “Electrodo 
para estimulación eléctrica de tejidos vivos” y “Cora- 
zón artificial implantable”. 


Para terminar, señor Presidente, debo decir que 
Orestes Fiandra fue un hombre altruista y generoso, 
un silencioso trabajador, un humanista cuya labor no 
solo fue a favor del Uruguay sino de la humanidad, y 
dio el ejemplo de sacrificio, dedicación y esfuerzo para 
lograr sus objetivos. Formó una familia que lo acom- 
pañó a lo largo de su vida en la lucha por alcanzar sus 
sueños en beneficio de toda la sociedad. "Tuvo gran en- 
tusiasmo y respaldó hasta el último minuto el proyecto 
de ley sobre donación y transplante de órganos -que 
fuera firmado por todos los partidos políticos y está a 
estudio de la Comisión de Salud Pública de la Cámara 
de Senadores-, pensando que todos estos avances del 
Fondo Nacional de Recursos, precisamente con la in- 
ventiva y la capacidad de asumir estos desafíos desde 
la Academia Nacional de Medicina, el Uruguay puede 
ser un abanderado en defender la vida humana a tra- 
vés del altruismo, la investigación y la solidaridad. 


Agradezco que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a su esposa Élida De León, a sus hijos 
Daniel y Alfredo, a sus nietos Florencia y Martín y tam- 
bién a la Facultad de Medicina, a la Academia Nacional 
de Medicina, a la Universidad de la República y al Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, para que el ejemplo 
del doctor Fiandra, cientista, humanista y optimista, 
sea trasferido al resto de la comunidad uruguaya. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Abreu. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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10) RECLAMO POR SEGURIDAD EN EL LICEO 
N* 40 “EMILIO TACCONT” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Gracias, señor Presidente. 


Quiero referirme en la mañana de hoy a la grave 
situación que se viene arrastrando desde hace ya bas- 
tante tiempo en el Liceo N* 40 “Emilio Tacconi”, ubi- 
cado en Edison y Coronel Raíz, en el barrio Peñarol, 
departamento de Montevideo. 


Como es de conocimiento público, en dicho cen- 
tro de estudios y en su entorno se vienen registrando 
situaciones de violencia que afectan a docentes, fun- 
cionarios y alumnos de la Institución. 


Los reclamos de la Dirección del liceo, de quienes 
allí asisten y de sus familiares, lamentablemente no 
han recibido respuesta por parte de las autoridades 
de la Enseñanza, ante lo cual y como demostración 
de protesta se optó por realizar paros y ocupar el cen- 
tro de estudios. Los reclamos, señor Presidente, no 
son desmedidos y se refieren a la iluminación de la 
zona, la poda de los árboles del entorno y una mínima 
seguridad para la protección de alumnos y funciona- 
rios de dicho centro educativo. 


Tristemente, estas situaciones no son nuevas ni 
exclusivas del Liceo N* 40, sino que se vienen dando 
similares quejas y problemas en varios liceos del país, 
especialmente de Montevideo. Me refiero a los Liceos 
Nos. 70, 6, 67, 57 y 13, tomados solamente como 
ejemplo para ahondar sobre la delicada situación que 
se está padeciendo. 


Debemos recordar que en junio de 2008 se anun- 
ciaba la firma de un convenio para impulsar la terce- 
ra fase del Programa Comunidad Educativa Segura. 
Su objetivo era -y leo textualmente- “instrumentar la 
custodia y vigilancia de los centros educativos, que 
permitirá la integración de los funcionarios policiales 
con los jóvenes estudiantes, para garantizar la segu- 
ridad en los liceos”. En aquel momento, la Directora 
General del Consejo de Educación de Secundaria, 
Consejera Alex Mazzei, se refirió a los equipos del 
Servicio de Vigilancia Policial, conocido como el Ser- 
vicio 222. Expresó que los mismos “estarán vincula- 
dos al equipo de Programas Especiales del Ministerio, 
que intervendrá en casos de inseguridad, manten- 
drán contacto con los referentes barriales, recomen- 
darán sobre iluminación de calles, talado de árboles, 
para que el entorno de los centros educativos sea un 
lugar seguro para estudiantes y docentes”. 
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Por su parte, la entonces Ministra Tourné, afir- 
maba que “buscar la comunión democrática, sea cual 
sea la labor de los jóvenes a desempeñar, nos parece 
sustantivo. Esta tarea es primordial porque de esta 
forma se garantiza la seguridad de cada espacio pú- 
blico, según sus necesidades específicas”. Decía tam- 
bién que “no existe una única manera de afianzar la 
seguridad pública. Por el contrario, cada comunidad 
-en este caso, educativa- necesita una forma diferen- 
te de guiar la seguridad pública”. 


Justamente, el Liceo N* 40 era uno de los que se 
anunciaba -hace ya tres años- formaría parte de di- 
cho Programa. Pasado este tiempo, lamentablemen- 
te las soluciones no han llegado; la violencia se repite y 
lo que parecía de fácil y rápida implementación -como la 
poda de los árboles y una mejor iluminación- todavía 
no ha encontrado solución. 


Señor Presidente: la administración pública -tan- 
to nacional como departamental- está ejecutando los 
mayores presupuestos de su historia, siendo absoluta- 
mente inaceptable la omisión en el cumplimiento de 
un deber tan básico como el de asegurar un mínimo 
de seguridad y garantías a las comunidades educativas. 


Por lo expuesto, solicito que la versión taquigráfi- 
ca de mis palabras sea remitida a los Ministerios de 
Educación y Cultura y del Interior, al Codicen, a la 
Jefatura de Policía de Montevideo, al Consejo de Edu- 
cación Secundaria, a la señora Intendenta de Monte- 
video, a la Junta Departamental de Montevideo, al Li- 
ceo N* 40, al Alcalde y a los Concejales del Municipio 
G de esta ciudad. 


Nada más y muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Aprovechamos esta oportunidad para saludar la 
presencia de los alumnos de 5% año del Instituto Anglo 
de Carrasco, a quienes agradecemos mucho su visita. 


11) PARTICIPACIÓN URUGUAYA EN LA 
RECONSTRUCCIÓN DE HAITÍ 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: el jueves pasado, en la ciudad de Puerto Príncipe, 
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tuvimos oportunidad de visitar la Casa Uruguay, que 
es el centro de operaciones del Comando nacional, 
donde mantuvimos contacto tanto con el personal su- 
perior como con el personal subalterno, que integran 
la Misión de las Naciones Unidas en Haití. Por su- 
puesto, siempre es reconfortante advertir la seriedad 
de la tarea, así como el respeto y la consideración 
que se les tiene a los integrantes de nuestras Fuerzas 
Armadas. 


Siempre he tenido una posición muy favorable a 
este tipo de despliegue, tanto cuando estaba en el Go- 
bierno como Comandante en Jefe de las Fuerzas Ar- 
madas como desde mi modesta función pública, por- 
que creo que le hace bien al Uruguay y a las Fuerzas 
Armadas y es una manera de que el país esté en una 
situación muy exclusiva, ya que es la nación que con 
relación a su población tiene más efectivos en todos 
los países del mundo en estas operaciones. 


A modo de repaso de algunos temas que ya hemos 
planteado, quiero decir que creemos que la importan- 
cia de estas operaciones debe llevar a que el Ministe- 
rio de Defensa Nacional esté muy atento a que nues- 
tras tropas en ningún momento se vean privadas de 
suministros esenciales, tales como repuestos. En este 
tipo de misiones el equipamiento se ha ido mejorando 
a través de los convenios de compra y canje, pero mu- 
chas veces, por algún pequeño detalle como la falta 
de neumáticos, no se puede utilizar, lo que provoca 
que se dé de baja a algún vehículo. Me parece que 
sería importante evitar que para el próximo ejercicio 
nuestro país tenga algún vehículo menos, por lo cual 
considero fundamental que se mantenga un stock de 
repuestos y de equipamiento, tal como lo hace Brasil, 
obviamente con otras dimensiones. 


Además, aunque entiendo que en este momento 
se han regularizado los pagos, insistimos en que se 
haga un convenio entre el Ministerio de Defensa Na- 
cional y el Banco de la República, para que a través 
de una cesión de créditos de esta institución contra 
Naciones Unidas se pague en tiempo a quienes están 
haciendo obras o compras en virtud de lo que reciben 
como sobresueldo. Sobre este aspecto, cabe recordar 
que ese sobresueldo sufrió una disminución en el año 
2002 y no ha sido mejorado después de la crisis. 


Pero queríamos referirnos, señor Presidente, a 
otro aspecto de las Misiones de Paz, que es el relativo 
a la reconstrucción, en este caso, de Haití. Precisa- 
mente, la reconstrucción de ese país involucrará una 
suma de US$ 3.000:000.000, y en ese proceso van a 
participar muchísimos países, cada uno con lo que 
tiene para ofrecer. Nuestro país no puede ser ajeno 
a este efecto, secundario pero no menos importan- 
te, de las Misiones de Paz. Creo que es preciso que 
la Cancillería adopte la medida de contar con algún 
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diplomático destacado en República Dominicana que 
viaje permanentemente, o de designar un Cónsul en 
Puerto Príncipe, porque sin duda estamos manifes- 
tando una presencia política muy importante, pero 
-como pasa siempre- hay que tener en cuenta que 
detrás de los ejércitos van los mercaderes y surgen las 
oportunidades. Justamente, participar en la recons- 
trucción de Haití es lo que va a hacer Brasil, que ya 
tiene un papel protagónico; y más adelante lo seguirá 
teniendo a través de la llegada de grandes empresas 
constructoras, tal como lo hacen Estados Unidos y 
Francia. Nosotros, en nuestra medida, tenemos que 
asumir que esto es una posibilidad, no solo de tener 
una presencia internacional, sino también de partici- 
par en esos procesos. 


Creo que es necesario, repito, que la Cancillería 
estudie la designación de un Cónsul en Puerto Prín- 
cipe, o la de un encargado de negocios, aunque sea 
en forma temporal mientras dure todo este episodio, 
porque hay beneficios directos que podemos obtener. 
Me parece que esto no va en desmedro, sino que, 
por el contrario, complementa la acción de nuestras 
Fuerzas Armadas en su calidad de integrantes de la 
Misión de Paz. 


En esta oportunidad se nos pidió la presencia de 
algunos Legisladores para que vean en el terreno 
cómo se están desarrollando las tareas. Este punto lo 
plantearemos en la Comisión de Defensa Nacional del 
Senado porque, dado que muchas veces se trasladan 
Legisladores a otros lados, nos parece fundamental ir a 
Haití para ver qué se está haciendo en ese país. 


Por consiguiente, señor Presidente, solicito que 
la versión taquigráfica de mis palabras sea enviada a 
los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Defensa 
Nacional y de Economía y Finanzas para que cada 
uno de los puntos que hemos tratado pueda ser con- 
siderado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) AEROPUERTO INTERNACIONAL DE 
PAYSANDÚ “BRIGADIER GENERAL TYDEO 
LARRE BORGES” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Larrañaga. 
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SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: quere- 
mos hacer referencia a un tema que para el interior, 
y especialmente para el departamento de Paysandú, 
es de enorme importancia. Me refiero al derecho a 
reclamar el mantenimiento de la condición de Aero- 
puerto Internacional para el que se encuentra en el 
mencionado departamento, que lleva el nombre de 
“Brigadier General Tydeo Larre Borges”. Creemos 
que esta preocupación de todo el departamento nos 
habilita a reclamar al Poder Ejecutivo que se man- 
tenga la calidad de internacional de este aeropuerto 
-que, según se expresa, se podría perder-, en virtud 
de que la región del litoral oeste del Uruguay, desde 
hace muchos años, viene apostando a soluciones de 
empleo mediante la creación de nuevas fuentes de 
trabajo, de riqueza; y, como es sabido, un aeropuerto 
de carácter internacional tiene una conectividad que 
no necesitamos explicar en este ámbito. 


El mantenimiento de la categoría de aeropuerto 
internacional de la mencionada terminal, que fuera 
alcanzada hace muchas décadas gracias al trabajo y 
al esfuerzo de la sociedad sanducera, va a permitir 
salvaguardar una puerta de entrada regional e in- 
ternacional y una mayor integración con la región 
y con el mundo. Quiero recordar al Cuerpo, señor 
Presidente, que la propia Intendencia, bajo nuestro 
mandato, realizó un convenio con el Ministerio de 
Defensa Nacional, concretamente con el Batallón de 
Ingenieros, que nos permitió llevar adelante un es- 
fuerzo conjunto público-público entre el Municipio y 
el Poder Ejecutivo, con una baja inversión. En aquella 
instancia se construyó una nueva pista, con un traza- 
do marcado por la normativa internacional y un largo 
estimado por las disposiciones existentes en la mate- 
ria. Eso representó el esfuerzo y la eficacia de la ges- 
tión pública en la utilización de recursos económicos 
que se dispuso de forma conjunta por parte del Poder 
Ejecutivo de la época y del Gobierno departamental. 
Con aquella iniciativa, a nuestro juicio, se concretó 
una labor de trascendencia, algo que se complemen- 
tó hace muy poco tiempo con el balizamiento de la 
pista, lo que le agregó un requisito fundamental que 
se estimaba procedente. Creemos que los anteceden- 
tes del aeropuerto, las inversiones requeridas para 
colocarlo en el nivel de exigencias que imponen los 
nuevos tiempos con el objeto de prestar servicios y el 
presupuesto anual de gastos y mantenimiento corres- 
pondiente, son elementos que deben ser tenidos en 
cuenta a los efectos de que el país lo mantenga con 
las características reseñadas. En Paysandú funciona 
la Comisión de Defensa de la Internacionalidad del 
Aeropuerto, que está constituida por organizaciones pú- 
blicas -como, por ejemplo, la Intendencia- y empresas 
privadas. Esto da la pauta de que la sociedad entera 
trabaja en pro de la defensa de este asunto. Incluso, 
ayer la Junta Departamental de Paysandú declaró de 
interés departamental el mantenimiento de su condi- 
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ción. Es por ese motivo, señor Presidente, que desde 
esta banca exigimos -haciendo una elección correcta 
de los términos- el mantenimiento de la condición 
internacional del Aeropuerto de Paysandú. 


Con esas precisiones y la clara definición que he- 
mos hecho, solicitamos que la versión taquigráfica 
de nuestras palabras sea enviada al señor Presidente 
de la República, a los señores Ministros de Defensa 
Nacional y de Relaciones Exteriores, a la Comisión 
de Defensa de la Internacionalidad del Aeropuerto de 
Paysandú, así como a la Intendencia y a la Junta De- 
partamental de Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Larrañaga. 


(Se vota:) 


-26 en 27. Afirmativa. 


13) INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Or- 
den del Día con la consideración del punto que figura 
en primer término: “Discusión general y particular de 
un proyecto de ley modificativo de la Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948, en la redacción dada por 
la Ley N”* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, re- 
lativo al Instituto Nacional de Colonización (Carp. 
N* 152/2010 - Rep. N* 272/11 - Anexo 1)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 152/10 
Rep. N* 272/11 


CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Proyecto sustitutivo 


Artículo 1”.- Deróganse los incisos segundo y 
sexto del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 de 
enero de 1948, en la redacción dada por el artículo 
15 de la Ley N” 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


Artículo 2*.- Modifícase el inciso duodécimo del 
artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 
1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“Serán subsidiariamente responsables las par- 
tes en el negocio jurídico, así como el escribano que 
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otorgare la documentación que se va a inscribir en el 
Registro”. 


Artículo 3*.- Deróganse los incisos sexto, séptimo, 
octavo y noveno del artículo 70 de la Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948, en la redacción dada por el 
artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre 
de 2007. 


Artículo 4”.- Modifícase el inciso segundo del 
artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 
1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“Toda enajenación, gravamen o subdivisión o la 
cesión en cualquier forma de disfrute debe hacerse 
con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización, aun en el caso en que el colono haya 
satisfecho íntegramente sus obligaciones”. 


Artículo 5”.- Declárase que no están afectadas 
ni comprendidas por la Administración, y el régimen 
instituido por la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 
1948 y modificativas, las parcelas que integran las 
colonias que hayan sido enajenadas por la Comisión 
Asesora de Colonización o la Sección Fomento Rural 
y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay 
antes del 12 de enero de 1948. 


Los propietarios de predios comprendidos en la 
disposición que antecede estarán obligados a ofrecer- 
los en primer término al INC en los términos estable- 
cidos por el artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948. 


La registración realizada de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 12 
de enero de 1948 en la redacción dada por el artículo 
15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
no significa alteración del régimen jurídico de los in- 
muebles en cuestión. En particular, no corresponde 
obtener la autorización previa del INC en caso de 
enajenación, gravamen, así como cualquier otro acto 
de dominio, sin perjuicio del ofrecimiento previsto en 
el inciso anterior. 


Artículo 6”.- Agréganse al artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007 los siguientes incisos: 


Decláranse válidos los contratos realizados rela- 
tivos a las parcelas adquiridas a la Sección Fomento 
Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uru- 
guay, bajo la vigencia de leyes de fomento rural, así 
como al INC, inscriptos en los Registros públicos has- 
ta la entrada en vigencia de la presente ley. 
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Facúltase al INC a exigir a los propietarios de las 
tierras afectadas el registro de sus títulos en la ins- 
titución, en la forma y condiciones que establecerá 
la reglamentación que a tales efectos dicte el Poder 
Ejecutivo. El incumplimiento de lo establecido en el 
párrafo anterior habilitará al INC a aplicar una multa 
a los titulares del predio por el equivalente de hasta 
el 25% (veinticinco por ciento) del valor del inmueble 
fijado por la Dirección Nacional de Catastro. 


Artículo 7”.- Agrégase al artículo 101 de la Ley 
N* 11 029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N” 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, el siguiente literal: 


E) No cumpliere con cualquiera de las condicio- 
nes que estipulan la presente ley y sus respectivas 
reglamentaciones. 


Artículo 8”.- Las promesas de compraventa de 
campos de una extensión inferior a mil hectáreas, 
inscriptas con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, no 
están comprendidas en la obligación impuesta por el 
inciso primero del artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 
12 de enero de 1948, con las modificaciones dispues- 
tas por la presente ley. 


Los campos de una extensión inferior a mil hectá- 
reas vendidos en remates judiciales celebrados antes 
de la entrada en vigencia de la Ley N* 18.187, de 2 
de noviembre de 2007, no están comprendidos en la 
obligación impuesta por el inciso primero del artículo 
35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 1948, con 
modificaciones dispuestas por la presente ley. 


Quedan convalidadas ipso jure las subdivisiones 
realizadas sin haberse tramitado y obtenido la auto- 
rización de precepto, registradas en la Dirección Na- 
cional de Catastro hasta la entrada en vigencia de la 
presente ley. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley la Dirección Nacional de Catastro no 
registrará subdivisión alguna de parcelas afectadas a 
los fines de interés colectivo promovidos por la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948 y modificativas, 
sin la constancia de haberse otorgado por el INC la 
autorización respectiva. 


Artículo 9”.- El Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley en un plazo de seis meses posterior a su 
promulgación. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el veintiocho 
de abril de dos mil once. 


Ernesto Agazzi, Miembro Informante; Carlos 
Baráibar, Pedro Bordaberry, Juan Chiruchi, 
Jorge Larrañaga, Jorge Saravia. 
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Proyecto de Ley sustitutivo 


Artículo 1”.- Deróganse los incisos segundo y sexto 
del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero 
de 1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


Artículo 2*.- Modifícase el inciso duodécimo del 
artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 
1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“Serán subsidiariamente responsables las par- 
tes en el negocio jurídico, así como el escribano que 
otorgare la documentación que se va a inscribir en el 
Registro.” 


Artículo 3”.- Agrégase al artículo 35 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, el siguiente inciso: 


“Estarán igualmente obligados en los términos del 
inciso primero, con el plazo establecido por el inciso 
octavo y las consecuencias previstas en los incisos no- 
veno y siguientes, los propietarios de predios que for- 
man parte de colonias que hayan sido adquiridos de 
la Comisión Asesora de Colonización o de la Sección 
Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario 
del Uruguay al amparo de las leyes de fomento rural vi- 
gentes hasta la entrada en vigencia de la presente ley.” 


Artículo 4”.- Deróganse los incisos sexto, séptimo, 
octavo y noveno del artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 
12 de enero de 1948, en la redacción dada por el artícu- 
lo 15 de la Ley N” 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


Artículo 5”.- Modifícase el inciso segundo del 
artículo 70 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 
1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


“Toda enajenación, gravamen o subdivisión o la 
cesión en cualquier forma de disfrute debe hacerse 
con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización, aun en el caso en que el colono haya 
satisfecho íntegramente sus obligaciones”. 


Artículo 6”.- Declárase que no están afectadas ni 
comprendidas por la Administración y el régimen ins- 
tituido por la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 
y modificativas, las parcelas que integran las colonias 
que hayan sido enajenadas por la Comisión Asesora 
de Colonización o la Sección Fomento Rural y Coloni- 
zación del Banco Hipotecario del Uruguay antes del 
12 de enero de 1948. 
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Los propietarios de predios comprendidos en la 
disposición que antecede estarán obligados a ofrecer- 
los en primer término al INC en los términos estable- 
cidos por el artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948, con las modificaciones dispuestas por 
el artículo 3? de la presente ley. 


La registración realizada de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948, en la redacción dada por el artículo 
15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
no significa alteración del régimen jurídico de los in- 
muebles en cuestión. En particular, no corresponde 
obtener la autorización previa del INC en caso de 
enajenación, gravamen, así como cualquier otro acto 
de dominio, sin perjuicio del ofrecimiento previsto en 
el inciso anterior. 


Artículo 7”.- Agréganse al artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007 los siguientes incisos: 


Quedan convalidados ipso jure los contratos reali- 
zados relativos a las parcelas adquiridas a la Sección 
Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario 
del Uruguay, bajo la vigencia de leyes de fomento ru- 
ral, así como al INC, inscriptos en los Registros pú- 
blicos hasta la entrada en vigencia de la presente ley. 


Facúltase al INC a exigir a los propietarios de las 
tierras afectadas el registro de sus títulos en la ins- 
titución, en la forma y condiciones que establecerá 
la reglamentación que a tales efectos dicte el Poder 
Ejecutivo. El incumplimiento de lo establecido en el 
párrafo anterior habilitará al INC a aplicar una multa 
a los titulares del predio por el equivalente de hasta 
el 25% (veinticinco por ciento) del valor del inmueble 
fijado por la Dirección Nacional de Catastro. 


Artículo 8”.- Agrégase al artículo 101 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, el siguiente literal: 


E) No cumpliere con cualquiera de las condicio- 
nes que estipulan la presente ley y sus respectivas 
reglamentaciones. 


Artículo 9”.- Las promesas de compraventa de 
campos de una extensión inferior a mil hectáreas, 
inscriptas con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, no 
están comprendidas en la obligación impuesta por el 
inciso primero del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 
12 de enero de 1948, con las modificaciones dispues- 
tas por la presente ley. 
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Los campos de una extensión inferior a mil hectá- 
reas vendidos en remates judiciales celebrados antes 
de la entrada en vigencia de la Ley N* 18.187, de 2 
de noviembre de 2007, no están comprendidos en la 
obligación impuesta por el inciso primero del artículo 
35 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, con 
modificaciones dispuestas por la presente ley. 


Quedan convalidadas ipso jure las subdivisiones 
realizadas sin haberse tramitado y obtenido la auto- 
rización de precepto, registradas en la Dirección Na- 
cional de Catastro hasta la entrada en vigencia de la 
presente ley. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley la Dirección Nacional de Catastro no 
registrará subdivisión alguna de parcelas afectadas a 
los fines de interés colectivo promovidos por la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948 y modificativas, 
sin la constancia de haberse otorgado por el INC la 
autorización respectiva. 


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 2010. 


Ernesto Agazzi, Miembro Informante; Milton 
Antognazza, Germán Cardoso, Juan Chiruchi, 
Jorge Larrañaga, Rodolfo Nin Novoa, Jorge 
Saravia. 


Proyecto de Ley Modificativa de la Ley N* 18.187 
Exposición de Motivos 


El proyecto de ley adjunto modifica los artículos 
35, 70 y 101 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 
1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


La presente modificación deja sin efecto la dispo- 
sición por la cual en toda transacción de predios su- 
periores a 1.500 hectáreas índice Coneat 100, el INC 
puede optar por comprar hasta un 20% del campo, 
por no ser una opción de utilidad para el Instituto, 
además de los engorrosos procedimientos administra- 
tivos y jurídicos que implicaría su puesta en práctica. 


La modificación del Art. 70 de la ley original que 
se introdujo en el Art. 15 de la Ley N* 18.187 es- 
tablece un plazo de 12 meses, prorrogado a su vez 
por otros 12 meses por la Ley N* 18.486, que intro- 
ducía un complejo mecanismo de registro de títulos 
de propiedad que hubiera significado una búsqueda 
documental hasta la década de 1920 en muchos ca- 
sos, y con un sistema de responsabilidades y multa 
sin mayor utilidad. 


Esto generó un clima de preocupación en los colo- 
nos que explotan parcelas provenientes de la Sección 
Fomento Rural y Colonización del Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay bajo la vigencia de leyes de fomento 
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rural de la época, cuando lo que se proponía la Ley 
N* 18.187 era regularizar situaciones que han tenido 
diferentes interpretaciones jurídicas con el objetivo 
de dar un marco de estabilidad y seguridad al accio- 
nar del INC. 


Por la ley que se presenta se propone establecer 
que los predios que fueron adquiridos por los produc- 
tores antes del 12 de enero de 1948, que son 395 con 
una superficie promedio de 57 hás., y que provienen 
de las colonias pre existentes al INC no están com- 
prendidos en el régimen instituido por la ley que creó 
el instituto y que por integrar territorios colónicos, 
adquieren la obligación de ofrecerlos en los términos 
del Art. 35 de la Ley N* 11.029. 


En la modificación del Art. 101 de la Ley 
N* 11.029, en la redacción dada por el Art. 15 de la 
Ley N” 18.187 se modificó actualizándolo el mecanis- 
mo para rescindir los contratos omitiéndose por error 
el literal E) de la ley original, que ahora se enmienda, 
referido a los beneficiarios del Instituto que no cum- 
plieron con los términos de la Ley de Colonización. 


Se deja establecido que las promesas de compra - 
venta de campos de menos de mil hectáreas inscriptas 
antes de la entrada en vigencia de la Ley N* 18.187, 
no están comprendidas en las obligaciones impuestas 
por el inciso 1* del Art. 35 de la Ley N” 11.029, en la 
redacción dada por el Art. 15 de la Ley N* 18.187, así 
como los campos vendidos en remates judiciales cele- 
brados antes de entrar en vigencia la Ley N” 18.187. 
Dispone además con precisión la convalidación de 
registros realizados en la Dirección Nacional de Ca- 
tastro, que no hayan obtenido la autorización de pre- 
cepto por parte del INC. 


La importancia de este proyecto radica en que 
permitirá al INC llevar adelante los cometidos esta- 
blecidos en su ley de creación con las modificaciones 
aprobadas en la Ley N” 18.187 contando con las ac- 
tualizaciones y correcciones conducentes a una ma- 
yor seguridad y eficiencia en su accionar. 


Montevideo, 12 de mayo del 2010. 


Ernesto Agazzi, Daniel Martínez, Constanza 
Moreira, Jorge Saravia. 


Proyecto de Ley Modificativa de la Ley N*” 18.187 


Artículo 1”.- Derógase los incisos segundo y sexto 
del artículo 35 de la Ley N” 11.029, según la redac- 
ción dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187. 


Artículo 2*.- Modifícase el inciso 12? del artículo 35 
de la Ley N” 11.029, según la redacción dada por el ar- 
tículo 15 de la Ley N* 18.187, que quedará redactado: 
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“Serán subsidiariamente responsables las par- 
tes en el negocio jurídico, así como el escribano que 
otorgare la documentación que se va a inscribir en el 
Registro.” 


Artículo 3”.- Agrégase al artículo 35 de la Ley 
N* 11.029 en la redacción dada por el Art. 15 de la 
Ley N* 18.187 el siguiente inciso: 


“Estarán igualmente obligados en los términos del 
inciso 17, con el plazo establecido por el inciso 8", y las 
consecuencias previstas en los incisos 9” y siguientes, 
los propietarios de predios que forman parte de colo- 
nias que hayan sido adquiridos por la Comisión Ase- 
sora de Colonización o de la Sección Fomento Rural 
y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay al 
amparo de las leyes de fomento rural vigentes hasta la 
entrada en vigencia de la presente ley.” 


Artículo 4”.- Derógase los incisos 6, 7, 8 y 9 del 
artículo 70 de la Ley N* 11.029, según la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N” 18.187. 


Artículo 5”.- Modifícase el inciso 2* del artículo 70 
de la Ley N”* 11.029 según la redacción dada por el ar- 
tículo 15 de la Ley N* 18.187 que quedará redactado: 


“Toda enajenación, gravamen o sub división o la 
cesión en cualquier forma de disfrute debe hacerse 
con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización, aun en el caso en que el colono haya 
satisfecho íntegramente sus obligaciones.” 


Artículo 6”.- Agrégase al artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, según la redacción dada por el artículo 15 
de la Ley N” 18.187, los siguientes incisos: 


Quedan convalidados ipso jure los contratos rea- 
lizados relativos a las parcelas adquiridas a la Sec- 
ción Fomento Rural y Colonización del Banco Hi- 
potecario del Uruguay, bajo la vigencia de leyes de 
fomento rural, así como al INC, inscriptos en los 
Registros públicos hasta la entrada en vigencia de 
la presente ley. 


Facúltase al INC a exigir a los propietarios de las 
tierras afectadas el Registro de sus Títulos en la ins- 
titución, en la forma y condiciones que establecerá 
la reglamentación que a tales efectos dicte el Poder 
Ejecutivo. El incumplimiento de lo establecido en el 
párrafo anterior habilitará al INC a aplicar una multa 
a los titulares del predio por el equivalente de hasta 
el 25% (veinticinco por ciento) del valor del inmueble 
fijado por la Dirección Nacional de Catastro. 


Artículo 7”. Declárase que no están afectadas ni 
comprendidas por la Administración y el régimen ins- 
tituido por la Ley N* 11.029 y modificativas, las par- 
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celas que integran las colonias que hayan sido enaje- 
nadas por la Comisión Asesora de Colonización o la 
Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hi- 
potecario del Uruguay antes del 12 de enero de 1948. 


Los propietarios de predios comprendidos en la 
disposición que antecede estarán obligados a ofrecer- 
los en primer término al INC en los términos estable- 
cidos por el artículo 3* de la presente ley. 


Artículo 8”.- Agrégase al artículo 101 de la Ley 
N* 11.029, según la redacción dada por el artículo 15 
de la Ley N” 18.187, el siguiente literal: 


E) No cumpliere con cualquiera de las condicio- 
nes que estipulan la presente ley y su respectiva re- 
glamentación. 


Artículo 9”.- Las promesas de compraventa de 
campos de una extensión inferior a mil hectáreas, 
inscriptas con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, no 
están comprendidas en la obligación impuesta por el 
inciso primero del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 
12 de enero de 1948, con las modificaciones dispues- 
tas por la presente ley. 


Los campos de una extensión inferior a mil hectá- 
reas vendidos en remates judiciales celebrados antes 
de la entrada en vigencia de la Ley N* 18.187, de 2 
de noviembre de 2007, no están comprendidos en la 
obligación impuesta por el inciso primero del artículo 
35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 1948, con 
las modificaciones dispuestas por la presente ley. 


Quedan convalidadas ipso jure las subdivisiones 
realizadas sin haberse tramitado y obtenido la autoriza- 
ción de precepto, registradas en la Dirección Nacional 
de Catastro hasta la entrada en vigencia de la presente 
ley. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
la Dirección Nacional de Catastro no registrará subdi- 
visión alguna de parcelas afectadas a los fines de inte- 
rés colectivo promovidos por la Ley N” 11.029, de 12 
de enero de 1948, y modificativas, sin la constancia de 
haberse otorgado por el INC la autorización respectiva. 


Montevideo, 12 de mayo de 2010. 


Ernesto Agazzi, Daniel Martínez, Constanza 
Moreira, Jorge Saravia. 


Disposiciones citadas 
Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 
ACTUALIZADA con las modificaciones in- 


troducidas por la Ley N” 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007 
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Instituto Nacional de Colonización 


Artículo 35.- Todo propietario, antes de enajenar 
un campo de una extensión igual o superior al equi- 
valente a 500 hectáreas de índice de productividad 
Coneat 100 está obligado a ofrecerlo, en primer tér- 
mino al Instituto Nacional de Colonización (INC), el 
que tendrá preferencia para la compra por igual valor 
y plazo de pago. 


Asimismo, en toda transacción mayor a 1.500 hec- 
táreas Coneat 100, el INC podrá optar por comprar 
hasta un 20% (veinte por ciento) del campo, el que 
deberá ser en una sola fracción cuyo índice Coneat 
sea similar al promedio del índice Coneat total invo- 
lucrado en la operación original, no pudiendo la di- 
ferencia entre ambos índices Coneat ser mayor a un 
10% (diez por ciento). Si fuere necesario proceder 
a un fraccionamiento para esta operación los gastos 
correrán por cuenta del INC. A las fracciones así ob- 
tenidas por el INC solo accederán empleados de ex- 
plotaciones agropecuarias o grupos de estos. 


La obligación preceptuada por el inciso primero 
regirá también en el caso de enajenaciones forzosas y 
en aquellas en las cuales la contraprestación del ad- 
quirente consista total o parcialmente en la entrega 
de acciones, valores, u otros bienes, muebles o in- 
muebles. 


El ofrecimiento no podrá condicionarse o ligarse a 
otras operaciones tales como la compra de semovien- 
tes, útiles, herramientas u otros bienes; y, en todos 
los casos, deberá consignarse el precio que se hubiere 
pactado o, en su caso, estimar en moneda nacional el 
valor que la parte vendedora asigna a la contrapresta- 
ción del adquirente, estimación que no podrá superar 
el valor real fijado al inmueble por la Dirección Na- 
cional de Catastro, y que representará la suma me- 
diante la cual el INC podrá adquirirlo. 


No regirá con respecto al Ente, la necesidad de 
seña de especie alguna como garantía de ejecución 
del contrato que se hubiere podido pactar. 


El propietario que, con posterioridad a la vigencia 
de esta ley, haya fraccionado un campo que reúna 
alguna de las condiciones establecidas en el inciso 
primero deberá, asimismo, ofrecer previamente al 
INC cada una de las parcelas que proyecta enajenar, 
aunque aisladamente consideradas no alcancen el 
mínimo de superficie indicado en el inciso primero. 


Los ofrecimientos a que se refiere este artículo 
deberán presentarse en la Sede Central del INC o en 
cualquiera de sus oficinas regionales y se ajustarán a 
los requisitos formales que establezca la reglamenta- 
ción que se dicte en la materia. 
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El INC dispondrá de un plazo máximo de veinte 
días hábiles para expedirse acerca de si acepta o no 
la oferta, transcurrido el cual sin que se expidiere, se 
entenderá que no hay aceptación. 


Aceptada la oferta, caducarán automáticamente 
las promesas de compraventa preexistentes respecto 
al o a los padrones objeto de la operación, procedien- 
do los Registros Públicos a cancelar las inscripciones 
que de aquellas existieren, a simple solicitud del INC. 


La falta de cumplimiento de la parte enajenante 
de las obligaciones impuestas por este artículo, de- 
terminará la nulidad absoluta del negocio jurídico, la 
que operará de pleno derecho. 


Sin perjuicio de ello, el enajenante será responsa- 
ble del pago de una multa equivalente al 25% (vein- 
ticinco por ciento) del valor real íntegro fijado por la 
Dirección Nacional de Catastro, para el o cada uno de 
los predios comprendidos en la operación. 


Serán subsidiariamente responsables las demás 
partes del negocio jurídico, así como el escribano que 
otorgare la documentación que se va a inscribir en el 
respectivo registro, y el profesional rematador en caso 
en que se haga efectivo un remate. 


Dicha multa será exigible por el INC y el importe 
de la misma ingresará al capital de este. 


Fuente: Ley N* 18.187, artículo 15. 


TEXTO ANTERIOR. Dentro de las zonas que se 
señalen por decreto del Poder Ejecutivo, todo propie- 
tario, antes de vender un campo de una extensión 
superior a mil hectáreas, está obligado a ofrecerlo en 
primer término al Instituto el que tendrá preferencia 
para la compra, en igualdad de condiciones. 


La declaración a que se refiere el párrafo ante- 
rior, podrá ser hecha ante cualquiera de las oficinas 
públicas que en la reglamentación se indiquen. Estas 
declaraciones deberán ser comunicadas de inmediato 
al Instituto el que dispondrá de un plazo máximo de 
diez días para manifestar si se interesa o no por la 
adquisición. 


La falta de cumplimiento por parte del vendedor, 
lo hará pasible de una multa equivalente al cinco por 
ciento del aforo fiscal íntegro. 


Artículo 70.- La propiedad, uso o goce de las parce- 
las que formen las colonias estarán afectados a los fi- 
nes de interés colectivo que por esta ley se promueven. 


Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la ce- 
sión en cualquier forma de disfrute, debe hacerse con 
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la autorización previa del Instituto Nacional de Colo- 
nización (INC) aun en el caso en que el colono haya 
satisfecho íntegramente sus obligaciones y cualquiera 
fuere la procedencia dominial de las fracciones a que 
refieran, aun las provenientes del Banco Hipotecario 
del Uruguay, escrituradas o no. 


El INC se opondrá a cualesquiera de estas opera- 
ciones cuando entienda que contrarían el principio 
establecido en el inciso primero de este artículo, sien- 
do nulos de pleno derecho toda enajenación, grava- 
men o subdivisión, o la cesión en cualquier forma de 
disfrute relativa al predio, voluntaria o forzosa, que se 
realice sin el consentimiento de aquel. 


Los Registros respectivos no inscribirán negocio 
alguno que no cuente con la constancia de haberse 
otorgado por parte del INC, la autorización respectiva. 


El Directorio del INC podrá acceder a estas ope- 
raciones aunque ellas no se ajusten al principio 
enunciado, en casos excepcionales y por resolución 
fundada, adoptada por un mínimo de cuatro votos 
conformes. Asimismo, podrá exigir al colono la rea- 
lización de un llamado público a interesados, previo 
a la enajenación o a la cesión en cualquier forma de 
disfrute del predio afectado a los fines de interés co- 
lectivo promovidos por esta ley. 


Establécese un término de doce meses, a partir 
de la promulgación de esta ley, a efectos de que los 
propietarios de fracciones que formen las colonias 
afectadas al INC registren en este último sus títu- 
los de propiedad, que se hallaren en infracción de lo 
preceptuado por el presente artículo, en la forma y 
condiciones que establecerá la reglamentación a dic- 
tarse. Registrados los títulos de propiedad, quedarán 
convalidadas ipso jure todas las nulidades que infic- 
cionen a los contratos celebrados sin la autorización 
previa del INC. 


Vencido el término de doce meses establecido se 
seguirá requiriendo en todos los casos la autorización 
previa del Directorio del INC para la celebración de 
toda enajenación voluntaria o forzosa, gravamen o 
subdivisión o la cesión en cualquier forma de disfru- 
te, referida en el presente artículo, cualquiera fuere 
la procedencia dominial de las fracciones a que re- 
fieran. 


Vencido el término de doce meses, a quien pre- 
tenda realizar la regularización, el INC aplicará una 
multa equivalente al 25% (veinticinco por ciento) del 
valor real fijado por la Dirección Nacional de Catas- 
tro, sin perjuicio de hacer responsables solidaria e in- 
distintamente a los profesionales intervinientes en el 
negocio. 


3 de mayo de 2011 


Cumplidos veinticuatro meses desde la vigen- 
cia de la presente ley, la falta de cumplimiento de 
la obligación impuesta por este artículo, determinará 
el retorno del bien, sin derecho a indemnización de 
especie alguna, al patrimonio del INC. 


Fuente: Ley N* 18.187, artículo 15. 


TEXTO ANTERIOR. La propiedad, uso o goce de 
las parcelas que formen las colonias estarán afecta- 
dos a los fines de interés colectivo que por esta ley se 
promueven. 


Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la ce- 
sión en cualquier forma de disfrute, debe hacerse con 
la autorización previa del Instituto aun en el caso de 
que el colono haya satisfecho íntegramente sus obli- 
gaciones. 


El Instituto se opondrá a cualesquiera de estas 
operaciones, cuando entienda que contrarían el prin- 
cipio establecido en el apartado primero de este ar- 
tículo, siendo nulo de pleno derecho todo contrato 
relativo al predio, que se realice sin el consentimiento 
de aquel. 


No obstante, en casos excepcionales, el Instituto 
podrá acceder a estas operaciones aunque ellas no 
se ajusten al principio enunciado, cuando medien 
circunstancias imprevistas o por razones de equidad 
que lo justifiquen. 


Artículo 101.- El Instituto Nacional de Coloniza- 
ción (INC) podrá rescindir unilateralmente los com- 
promisos contraídos cuando el colono arrendatario, 
aparcero o promitente comprador incurriere en una 
de las siguientes situaciones: 


A) Dejare de pagar dos anualidades vencidas. 


B) No se ajustare a las normas de la explotación 
dispuesta, según se trate de colonización orientada, 
condicionada, dirigida o similares. 


C) Fuere causa de perturbaciones o desórdenes 
en la colonia. 


D) Se dedicare a explotar otro u otros predios no 
adjudicados por el INC o se dedicare a cualquier acti- 
vidad en menoscabo de la explotación del que le haya 
sido adjudicado. 


Declarada la rescisión por el INC y notificada ad- 
ministrativa o judicialmente, previa inspección y eva- 
luación de las mejoras autorizadas incorporadas, el 
colono deberá efectuar la entrega inmediata del pre- 
dio, sin perjuicio de la deducción de los recursos ad- 
ministrativos previstos en el artículo 317 de la Consti- 
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tución de la República y la ulterior acción de nulidad 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


En caso de no desocupar voluntariamente el in- 
mueble, el INC podrá demandar judicialmente su 
libre disponibilidad deduciendo la acción de entre- 
ga de la cosa prevista en el artículo 364 del Código 
General del Proceso, según el procedimiento moni- 
torio previsto por los artículos 354 a 360 del mismo; 
debiendo el magistrado actuante rechazar in limine 
toda excepción que no sea la excepción de pago. El 
proceso de entrega de la cosa se aplicará igualmente 
para desocupar los inmuebles en los casos de resci- 
siones dispuestas por el INC respecto de los contratos 
de disfrute precario celebrados de conformidad con 
el artículo 136 de la presente ley. Serán competen- 
tes para entender en los respectivos juicios, según 
la cuantía del asunto, los Jueces de Paz o los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del lugar en que esté 
ubicado el inmueble, a que se hace referencia en la 
Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


Siempre que el colono entregue voluntariamente 
la fracción que ocupa, se haya declarado o no la res- 
cisión del contrato de arrendamiento, el INC proce- 
derá por medio de sus servicios a la tasación de las 
mejoras incorporadas notificando al colono del monto 
establecido como valor de aquellas. Este monto será 
reliquidado al momento en que el INC esté en pose- 
sión del predio. 


Fuente: Ley N* 18.187, artículo 15. 


TEXTO ANTERIOR. A iniciativa del Instituto y 
una vez agotada la vía de los entendimientos amiga- 
bles, serán anulados de pleno derecho, los compromi- 
sos contraídos cuando el colono arrendatario o apar- 
cero promitente comprador, incurriere en una de las 
siguientes situaciones: 


A) Dejare de pagar dos anualidades vencidas, 
siempre que tal omisión no fuere imputable a causa 
de fuerza mayor; 


B) No se ajustare a las normas de la explotación 
dispuesta, según se trate de colonización orientada, 
condicionada, dirigida, etc.; 


C) Fuere causa de perturbaciones o desórdenes 
en la colonia; 


D) Se dedicare a explotar otro u otros predios no 
adjudicados por el Instituto en menoscabo de la ex- 
plotación del que le haya sido adjudicado; 


E) No cumpliere con cualquiera de las condicio- 
nes que estipulan la presente ley y su respectiva re- 
glamentación. 
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Declarada la anulación por el Instituto y notifica- 
da, el colono desalojará el predio en el plazo de 120 
días, el que podrá prorrogarse por un término pru- 
dencial en casos especiales, procurándose en lo po- 
sible que estos plazos permitan la recolección de las 
cosechas. 


El colono desalojado tendrá derecho a una com- 
pensación por el valor de las mejoras que hubiera he- 
cho con la aprobación del Instituto, con deducción 
del importe de sus deudas, salvo que en casos excep- 
cionales y atendiendo la naturaleza de esas mejoras, 
se hubiera convenido lo contrario. Igual derecho ten- 
drá el colono que se retire voluntariamente del predio 
adjudicado. 


En ambos casos, la compensación se hará con su- 
jeción a lo que disponen los parágrafos 2% y 3” del 
artículo 85. 
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Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
ACTA N” 24 


En Montevideo, a los veintiocho días del mes de 
abril del año dos mil once a la hora trece y cinco mi- 
nutos, se reúne la Comisión de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros los señores Senadores: Ernes- 
to Agazzi, Carlos Baráibar, Juan Pedro Bordaberry, Juan 
Antonio Chiruchi, Jorge Larrañaga y Jorge Saravia. 

Falta con aviso el señor Senador Milton Antognaza. 

Preside su titular, el señor Senador Jorge Larrañaga. 

Actúan en Secretaría las señoras Prosecretarias 
de Comisión María Rinaldi y Ana Veríssimo. 

Abierto el acto, continúa la consideración del pro- 
yecto de ley por el que se modifican los artículos 35, 
70 y 101 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, 
en la redacción dada por la Ley N* 18.187, de 2 de no- 
viembre de 2007, sobre el Instituto Nacional de Coloni- 
zación. Proyecto de ley sustitutivo que fuera aprobado 
en Comisión, el trece de mayo de dos mil diez. (Carpe- 
ta N* 152/10, Repartidos N* 39 y 39 Anexo l). 

Luego de varios intercambios entre los señores Se- 
nadores, se procede a la votación del proyecto de ley. 

ARTÍCULO 1%.- Se vota. 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

ARTÍCULO 2%.- Se vota. 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

ARTÍCULO 3%.- Se vota. O en 6. Negativa. Se 
suprime. 

ARTÍCULO 4*.- Se vota. 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD y pasa a ser el artículo 3". 

ARTÍCULO 5%.- Se vota 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD y pasa a ser el artículo 4”. 
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ARTÍCULO 6*.- Se vota con modificaciones 6 en 6. 
Afirmativa. UNANIMIDAD y pasa a ser el artículo 5*. 

ARTÍCULO 7”.- Se vota con modificaciones. 6 en 6. 
Afirmativa. UNANIMIDAD y pasa a ser el artículo 6*. 

ARTÍCULO 80.- Se vota. 6 en 6. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD y pasa a ser el artículo 7*. 

ARTÍCULO 09'.- Se vota. 6 en 6. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD y pasa a ser el 8”. 

ARTÍCULO ADITIVO. Se vota. 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD y pasa a ser el 9%. 

La Comisión aprueba un proyecto de ley sustituti- 
vo y se designa Miembro Informante al señor Senador 
Ernesto Agazzi. 

El proyecto de ley aprobado es el que a continua- 
ción se transcribe: 

“Artículo 1?.- Deróganse los incisos segundo y sex- 
to del artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero 
de 1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 

Artículo 2*.- Modifícase el inciso duodécimo del 
artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 
1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 

“Serán subsidiariamente responsables las partes 
en el negocio jurídico, así como el escribano que otor- 
gare la documentación que se va a inscribir en el Re- 
gistro”. 

Artículo 3”.- Deróganse los incisos sexto, séptimo, 
octavo y noveno del artículo 70 de la Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948, en la redacción dada por el 
artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre 
de 2007. 

Artículo 4?.- Modifícase el inciso segundo del artí- 
culo 70 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, 
en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley 
N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, que quedará 
redactado de la siguiente manera: 

“Toda enajenación, gravamen o subdivisión o la 
cesión en cualquier forma de disfrute debe hacerse 
con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización, aún en el caso en que el colono haya 
satisfecho íntegramente sus obligaciones”. 

Artículo 5*.- Declárase que no están afectadas ni 
comprendidas por la Administración y el régimen ins- 
tituido por la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 
y modificativas, las parcelas que integran las colonias 
que hayan sido enajenadas por la Comisión Asesora 
de Colonización o la Sección Fomento Rural y Colo- 
nización del Banco Hipotecario del Uruguay, cuyos 
propietarios cumplieron con todas sus obligaciones 
antes del 12 de enero de 1948. 

Los propietarios de predios comprendidos en la 
disposición que antecede estarán obligados a ofrecer- 
los en primer término al INC en los términos estable- 
cidos por el artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948. 
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La registración realizada de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 12 
de enero de 1948 en la redacción dada por el artículo 
15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
no significa alteración del régimen jurídico de los in- 
muebles en cuestión. En particular, no corresponde 
obtener la autorización previa del INC en caso de 
enajenación, gravamen, así como cualquier otro acto 
de dominio, sin perjuicio del ofrecimiento previsto en 
el inciso anterior. 

Artículo 6”.- Agréganse al artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007 los siguientes incisos: 

Decláranse válidos los contratos realizados rela- 
tivos a las parcelas adquiridas a la Sección Fomento 
Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uru- 
guay, bajo la vigencia de leyes de fomento rural, así 
como al INC, inscriptos en los Registros públicos has- 
ta la entrada en vigencia de la presente ley. 

Facúltase al INC a exigir a los propietarios de las 
tierras afectadas el registro de sus títulos en la ins- 
titución, en la forma y condiciones que establecerá 
la reglamentación que a tales efectos dicte el Poder 
Ejecutivo. El incumplimiento de lo establecido en el 
párrafo anterior habilitará al INC a aplicar una multa 
a los titulares del predio por el equivalente de hasta 
el 25% (veinticinco por ciento) del valor del inmueble 
fijado por la Dirección Nacional de Catastro. 

Artículo 7”.- Agrégase al artículo 101 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, el siguiente literal: 

E) No cumpliere con cualquiera de las condicio- 
nes que estipulan la presente ley y sus respectivas 
reglamentaciones. 

Artículo 8”.- Las promesas de compraventa de 
campos de una extensión inferior a mil hectáreas, 
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inscriptas con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, no 
están comprendidas en la obligación impuesta por el 
inciso primero del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 
12 de enero de 1948, con las modificaciones dispues- 
tas por la presente ley. 

Los campos de una extensión inferior a mil hectá- 
reas vendidos en remates judiciales celebrados antes 
de la entrada en vigencia de la Ley N* 18.187, de 2 
de noviembre de 2007, no están comprendidos en la 
obligación impuesta por el inciso primero del artículo 
35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 1948, con 
modificaciones dispuestas por la presente ley. 

Quedan convalidadas ipso jure las subdivisiones 
realizadas sin haberse tramitado y obtenido la auto- 
rización de precepto, registradas en la Dirección Na- 
cional de Catastro hasta la entrada en vigencia de la 
presente ley. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley la Dirección Nacional de Catastro no 
registrará subdivisión alguna de parcelas afectadas a 
los fines de interés colectivo promovidos por la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948 y modificativas, 
sin la constancia de haberse otorgado por el INC la 
autorización respectiva. 

Artículo 9%.- El Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley en un plazo de seis meses posterior a su 
promulgación”. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 694/11 
que integra este documento. 

A la hora catorce y cuarenta minutos se levanta 
la Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Prosecretaria de la Comisión. 


Jorge Larrañaga, Presidente; María Rinaldi, 
Prosecretaria.” 


1.500 hectáreas CONEAT 100, el INC 
podrá optar por comprar hasta un 20% 
(veinte por ciento) del campo, el que 
deberá ser en una sola fracción cuyo 
índice CONEAT sea similar al promedio 
del indice CONEAT total involucrado en 
la operación original, no pudiendo la 
diferencia entre ambos indices CONEAT 
ser mayor a un 10% (diez por ciento). Si 
fuere necesario proceder a un 
fraccionamiento para esta operación los 
gastos correrán por cuenta del INC. A las 
fracciones así obtenidas por el INC sólo 
accederán empleados de explotaciones 
agropecuarias o grupos de éstos. 


*- Deróganse los incisos 


Artículo __1”.- 
segundo y sexto del artículo 35 de la Ley | segundo y sexto del artículo 35 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la | N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la 
redacción dada por el artículo 15 de la Ley | redacción dada por el artículo 15 de la Ley 
N" 18.187, de 2 de noviembre de 2007. N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 
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aisladamente consideradas 
el mínimo de superficie indicado en el 
inciso primero. 


Serán subsidiariamente responsables las 


demás partes del negocio jurídico, así 
como el escribano que otorgare la 
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N* 11,029, de 12 de enero 
redacción dada por 


documentación que se va a inscribir en el | * 
y_el profesional 


respectivo registro, 
efectivo un remate, 


Artículo 3” - Agrégase 

Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, 

enla redacción dada por el artículo 15 

de la Ley Mirad de 2 de noviembre 
inciso: 
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“Estarán igualmente obligados en los 
términos del inciso primero, con el plazo 
establecido por el inciso octavo y las 
consecuencias previstas en los incisos 
noveno y siguientes, los propietarios de 
predios que forman parte de colonias que 
hayan sido adquiridos de la Comisión 


15 de la Ley N* 18,187, de 2 de noviembre 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
de 2007. 


"S'978L 


SAJHOUVNAS HU VAVINYO 


TIOZ SP OÁBUL IP E 


$-——e 


este último sus títulos de propiedad, que 
se hallaren en infracción de lo 
preceptuado por el presente artículo, en 
la forma y condiciones que establecerá la 


gravamen 
cualquier forma de disfrute, referida en el 
presente artículo, cualquiera fuere la 
procedencia dominial de las fracciones a 
que refieran. 


Me org el término de doce meses, a 
vien pretenda realizar la regularización, 
a INC aplicará una multa equivalente al 
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Cumplidos veinticuatro meses desde la 
de la presente ley, la falta de 
cumplimiento de la obligación impuesta 
por este artículo, determinará el retorno 
del bien, sin derecho a indemnización de 
especie alguna, al patrimonio del INC. 


autorización previa del Instituto Nacional 
de Colonización (INC) aún en el caso en 
que el colono haya satisfecho 
integramente sus obligaciones y 


Artículo 5* - Modificase el inciso segundo 
del artículo 70 de la Ley N” 11.029, de 12 
de enero de 1948, en la redacción dada 
por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 


autorización previa del Instituto Nacional 
de Colonización, aún en el caso en que el 
colono haya satisfecho integramente sus 
obligaciones”, 


autorización previa del Instituto Nacional 
de Colonización, aún en el caso en que el 
colono haya satisfecho [ntegramente sus 


instituido por 
8 


e 


Administración y el régimen i 
la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 194 
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las colonias que hayan sido enajenada 

por la Comisión Asesora de Colonización o 
la Sección Fomento Rural y Colonización 
del Banco Hipotecario del Uruguay antes 
del 12 de enero de 1948. 


las colonias que hayan sido enajenadas 
por la Comisión Asesora de Colonización 
o la Sección Fomento Rural 
Colonización del Banco Hipotecario del 
Uruguay, antes del 12 de enero de 1948, 


por 
N” 11.029 de 12 de enero de 1948. 


La realizada de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley N* 
11.029, de 12 de enero de 1948 en la 
redacción dada por el artículo 15 de la Ley 
N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, no 
significa alteración del régimen jurídico de 
los inmuebles en cuestión. En particular, 
no corresponde obtener la autorización 
, | previa del INC en caso de enajenación, 


con lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948 en la 
redacción dada por el artículo 15 de la Ley 
N* 18,187, de 2 de noviembre de 2007, no 
significa alteración del régimen jurídico de 
los inmuebles en cuestión. En particular, 
no obtener autorización 
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la Ley N* 18,187, de 2 de noviembre de 
2007 los siguientes incisos: 
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SISLACIÓ PROYECTO SUSTITUTIVO DE LA COMISIÓ PROYECTO SUSTITUTIVO DE LA COMISIO 
A ME APROBADO El 13 DE MAYO-DE 2010 | APROBADO EL 28 DE ABRIL DE 2011 | 


de la Ley N” 18,187, de 2 de noviembre | de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre 


E) No cumpliere con cualquiera de las | E) No cumpliere con cualquiera de las 
loy y sus respectivas reglamentaciones. | y sus respectivas reg 
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mismo; debiendo el magistrado actuante 
rechazar 'in límine' toda excepción que 
no sea la excepción de pago. El proceso 


dispuestas por el INC respecto de los 
contratos de disfrute precario celebrados 
de conformidad con el artículo 136 de la 
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según la cuantia del asunto, los Jueces 
de Paz o los Jueces Letrados de Primera 
Instancia del lugar en que esté ubicado 
el inmueble, a que se hace referencia en 
la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


que el INC esté en posesión del predio. 


.- Las promesas de 


Artículo 9” 

compraventa de campos de una extensión 
inferior a mil hectáreas, inscriptas con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 
2007, no están comprendidas en la 
obligación impuesta por el inciso primero 
del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 


Artículo__8”- Las promesas de 
compraventa de campos de una extensión 
inferior a mil hectáreas, inscriptas con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la 
Ley N” 18,187, de 2 de noviembre de 
2007, no están comprendidas en la 
obligación impuesta por el inciso primero 
del artículo 35 de la Ley N* 11,029, de 12 
de enero de 1948, con las modificaciones 
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en vigencia de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, no están 
comprendidos en la obligación. impuesta 
por el inciso primero del artículo 35 de la 
Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, 


registrará subdivisión alguna de parcelas 
afectadas a los fines de interés colectivo 
promovidos por la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948 y modificativas, sin la 
constancia de haberse otorgado por el INC 
la autorización respectiva. 


vigencia de la Ley N* 18.187, 
de 2 de noviembre de 2007, no están 
comprendidos en la obligación impuesta 
por el inciso primero del artículo 35 de la 
Ley N” 11.029, de 12 de enero de 1948, 

modificaciones 


de 
registrará subdivisión alguna de parcelas 
afectadas a los fines de interés colectivo 
promovidos por la Ley N* 11.029, de 12 
de enero de 1948 y modificativas, sin la 
constancia de haberse otorgado por el 
INC la autorización respectiva. 


Artículo__9%- El Poder Ejecutivo 
reglamentará la presente ley en un 
plazo de 6 meses posterior a su 
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3 de mayo de 2011 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: la Comisión 
Asesora de la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca trabajó durante más de un año en este asunto 
que vamos a presentar. Todos sus integrantes hemos 
trabajado ordenadamente, en un buen clima de tra- 
bajo y con el compromiso de aprobar este proyecto 
de ley, porque en realidad es una deuda que tiene 
el Poder Legislativo a raíz de las modificaciones que 
en el período pasado se introdujeron en la Ley de 
Colonización. Estuvimos de acuerdo con casi todos 
los puntos, excepto con uno que aclararemos poste- 
riormente. 


Por este proyecto de ley se modifican artículos 
de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en 
la redacción dada por la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007. La modificación del artículo 70 
de la Ley original, que se introdujo en el artículo 
15 de la Ley N* 18.187, estableció un plazo de doce 
meses para su aplicación, pero fue prorrogado, a su 
vez, por un año mediante la Ley N” 18.486. Actual- 
mente, la Ley N* 18.663 -sancionada el 27 de mayo 
de 2010- prorrogó hasta el 31 de mayo de 2011 los 
plazos establecidos en los incisos sexto, séptimo, oc- 
tavo y noveno del artículo 70 de la Ley N* 11.029, 
en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley 
N* 18.187. 


Por lo tanto, es imprescindible que el Senado 
apruebe esas modificaciones que fueron discutidas y 
votadas en la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, a los efectos de hacer las incorporaciones co- 
rrespondientes a las leyes de colonización. 


El artículo 1* deja sin efecto la disposición que es- 
tablece que en toda transacción de predios superiores 
a 1.500 hectáreas, el Instituto de Colonización podrá 
optar por comprar hasta un 20% del campo. Esta op- 
ción no fue de utilidad, porque su puesta en marcha 
supuso engorrosos procedimientos administrativos y 
jurídicos. 


El artículo 2% modifica las responsabilidades 
subsidiarias -el escribano y el profesional rematador- 
de los remates de campo. La responsabilidad queda 
restringida a las partes actuantes y al escribano, que 
es quien otorga la documentación que se va a inscri- 
bir en el Registro. Esto corrige algo que estaba mal 
establecido en la Ley N” 18.187. 
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Aclaro que esta ley fue el motivo de una serie de 
reclamos de inconstitucionalidad frente a la Suprema 
Corte de Justicia, así como de dictámenes que en al- 
gunos casos fueron declarados inconstitucionales en 
función de cómo fueron realizados. Esto obedeció a que 
dicha ley afectó derechos adquiridos y vulneró el princi- 
pio de seguridad jurídica, sobre todo porque reglamentó 
un proceso de expropiación sin la justa y previa com- 
pensación que garante el artículo 32 de la Constitución. 


El artículo 3% de este proyecto de ley deroga los 
artículos en cuestión y deja sin efecto esa declaración 
de inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Jus- 
ticia, que el Directorio del Instituto Nacional de Co- 
lonización no aplicó a sabiendas de que estaba siendo 
objeto de debate parlamentario y que, por ende, se 
iba a modificar. 


El artículo 5% introduce algo original en las leyes 
de colonización, porque por primera vez desafecta 
parcelas. Desde 1880 hasta la actualidad, todas fue- 
ron aprobadas para afectar parcelas y crear fondos o 
mecanismos que permitieran hacer nuevas fraccio- 
nes y también nuevos beneficiarios. Repito que esta 
es una originalidad, pero también una necesidad, y 
tiene como objetivo definir precisamente las frac- 
ciones afectadas por el régimen instituido en la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948. Aclaro que en la 
Comisión fue interpretada de distintas maneras, por 
lo que pediremos que su votación se postergue por- 
que durante la discusión particular presentaremos 
una redacción sustitutiva. 


En el inciso segundo del artículo 5%, se dice: “Los 
propietarios de predios comprendidos en la disposi- 
ción que antecede estarán obligados a ofrecerlos en 
primer término al INC”. Por su parte, en el inciso 
tercero, se expresa: “En particular, no corresponde 
obtener la autorización previa del INC”. Si bien los 
votaremos por unanimidad, dado que este asunto es 
delicado y se puede interpretar de varias maneras, 
reitero que en la discusión particular presentaremos 
una redacción sustitutiva del artículo 5”. 


La Ley N* 18.187 -aclaro que en la exposición 
de motivos hay un error tipográfico, porque dice 
“18.817”- introduce un mecanismo por el que los tí- 
tulos de propiedad de los colonos deben ser presenta- 
dos ante el Instituto Nacional de Colonización. Esto 
obligaría a hacer una engorrosa búsqueda de docu- 
mentos viejos que, en algunos casos, llegaría hasta los 
años veinte del siglo pasado, generando preocupación 
tanto en los colonos como en los profesionales que 
tenían que hacerla. Todos los integrantes de la Co- 
misión estuvieron de acuerdo en la conveniencia de 
eliminarlo y, por ende, se convaliden todas las opera- 
ciones ya hechas. Reitero que la Ley N” 18.187 tiene 
algunos otros errores de tipografía. 
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El artículo 7% modifica el artículo 101 de la Ley 
N* 11.029, en el que, para rescindir los contratos, se 
omite transcribir algo que estaba en la ley original. Este 
es un error claramente tipográfico y no conceptual. 


En el artículo 8% se establece que las promesas de 
compraventa de campos de una extensión inferior a 
mil hectáreas, inscriptas con anterioridad a la entra- 
da en vigencia de la Ley N* 18.187, de 2 de noviem- 
bre de 2007, no están comprendidas en la obligación 
impuesta por el inciso primero del artículo 35 de la 
Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, con las mo- 
dificaciones dispuestas por la presente ley. Quizá esto 
resulte redundante, pero los asesoramientos jurídicos 
con los que contó la Comisión para analizar la inicia- 
tiva recomendaron establecerlo explícitamente. 


El proyecto de ley a consideración del Cuerpo es 
muy importante, pues permitirá al sistema colónico 
-es decir, al Instituto Nacional de Colonización, a los 
colonos o a quienes trabajan en las colonias- llevar 
adelante los cometidos establecidos por la ley que 
creó el Instituto Nacional de Colonización. También 
prevé incluir lo consagrado en la Ley N* 18.187 -que 
modificó una cantidad de aspectos importantes de la 
ley original-, teniendo en cuenta sus actualizaciones 
y correcciones, de forma tal que el Instituto pueda 
funcionar con seguridad y eficiencia. 


Señor Presidente: realmente estamos muy satis- 
fechos de haber alcanzado estos acuerdos, porque a 
partir de la sanción de esta iniciativa el Instituto Na- 
cional de Colonización podrá llevar adelante su ac- 
ción sin dar lugar a dobles interpretaciones. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: básica- 
mente, deseo señalar que hemos logrado un entendi- 
miento que debemos historiar. 


Recuérdese que en mayo de 2010 llegamos a este 
Plenario con un entendimiento para solucionar las 
dificultades jurídicas generadas por la redacción de 
la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


El proyecto de ley informado por el señor Senador 
Agazzi busca proteger derechos e institutos jurídicos 
básicos de nuestro ordenamiento legal, tales como 
el derecho de propiedad, los derechos adquiridos y 
la seguridad jurídica, a la vez que corrige defectos y 
aclara conceptos consagrados en la Ley N* 18.187, 
que dieron lugar a numerosos pronunciamientos de 
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inconstitucionalidad por parte de la Suprema Corte 
de Justicia. 


La iniciativa, que contó con el apoyo de la Comi- 
sión de Ganadería, Agricultura y Pesca en mayo de 
2010 y fue votada por la unanimidad de sus miembros 
el pasado 28 de abril, subsana todos y cada uno de los 
problemas jurídicos en los que incurría la Ley. 


En su momento, como impulsores de la Ley de 
Repoblamiento de la Campaña, reafirmamos nuestro 
compromiso con la función que cumple el Instituto 
Nacional de Colonización; siempre lo hemos defen- 
dido porque, por otra parte, ha llevado adelante una 
acción colonizadora de indudable trascendencia. 


Hasta el año 1948 se colonizaron alrededor de 
250.000 hectáreas, e igual cantidad después de esa 
fecha. La colonización de más de 500.000 hectáreas 
en el Uruguay representa una obra de indudable 
trascendencia, jerarquía y función social, debido a la 
enorme repercusión del repoblamiento de la campa- 
ña. Esto reafirma lo que en su momento significó la 
Ley de Repoblamiento de la Campaña, que además 
de crear un fondo de tierras, impulsó una cantidad 
de instrumentos que consideramos necesarios para 
llevar adelante la acción colonizadora. 


Ahora bien, no estamos de acuerdo con una 
propuesta que anda circulando, por la que se 
sustituye el inciso primero del artículo 5% y que, 
según tengo entendido -en parte, fue alertado por el 
Miembro Informante, señor Senador Agazzi-, ha sido 
firmada por la Bancada de Legisladores oficialistas. 
Ella motiva nuestro reclamo y, por lo tanto, no la 
acompañaremos. 


En el seno de la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca se generó una ardua discusión en torno 
a algunas sugerencias de redacción efectuadas por el 
Instituto Nacional de Colonización. Por ejemplo, para 
el artículo 5%, el Directorio del Instituto sugirió el si- 
guiente texto: “Declárase salidas de la administración 
del INC y del régimen instituido por la Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948 y modificativas, las fraccio- 
nes que integran las colonias establecidas por el Ban- 
co Hipotecario del Uruguay, cuyos propietarios hayan 
abonado el precio y cancelado la respectiva hipoteca, 
antes de 12 de enero de 1948”. Nos parece que esto 
introduce una enorme confusión entre el título y el 
gravamen o entre el título y el derecho real de hipo- 
teca, porque la titulación se produjo antes de 1948 y 
la cancelación de las hipotecas se pudo haber dado 
después de sancionada la Ley N* 11.029. Es claro que 
entre el 12 de enero de 1948, fecha en la que se apro- 
bó la Ley N* 11.029, y el 2 de noviembre de 2007, 
momento en que se aprobó la Ley de Repoblamien- 
to de la Campaña, transcurrieron cincuenta y nueve 
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años y, como dijimos en la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, no se pueden modificar derechos 
adquiridos estableciendo “cuyos propietarios cumplie- 
ron con todas sus obligaciones antes del 12 de enero 
de 1948”, que de alguna manera sería lo sugerido por 
el Directorio del Instituto Nacional de Colonización 
en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


No podemos solucionar las inconstitucionalidades 
declaradas por la Suprema Corte de Justicia como 
consecuencia de reclamos realizados por propieta- 
rios, con otra norma que seguramente transitará por 
el mismo camino. 


La mencionada referencia, que luce en la banca 
de los señores Senadores como propuesta sustitutiva 
del artículo 5” -y ya fue analizada en el ámbito de la 
Comisión-, cuenta con el rechazo de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay por entender que se contra- 
pone fuertemente con los criterios técnicos existen- 
tes en materia de estudios de procesos dominiales. 


En la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca hay acuerdo sobre la totalidad de este proyecto de 
ley, existiendo diferencias en lo que refiere al artículo 
5%, cuyo sustitutivo nos parece que altera el enten- 
dimiento alcanzado en la propia Comisión, en la que 
también ha quedado claro que no podemos seguir di- 
latando la solución de este diferendo jurídico; no po- 
demos seguir demorándolo porque la prórroga vence 
a fin de mes pero, además, porque hay una cantidad 
de propietarios que se ven perjudicados y sienten que 
han sido vulnerados sus derechos adquiridos. 


Se nos ha dicho que de esta manera se podría 
encontrar una forma de quebrar el régimen de co- 
lonización, porque al quedar desafectados de la Ley 
N* 11.029 se podría impactar fuertemente en una 
colonia que no está sometida a las exigencias de la 
referida ley. Eso lo hemos rebatido argumentando 
que el inciso segundo del artículo establece que “Los 
propietarios de los predios comprendidos en la dispo- 
sición que antecede estarán obligados a ofrecerlos en 
primer término al INC en los términos establecidos 
por el artículo 35 de la Ley N* 11.029”. Por tanto, 
cualquier dificultad que se pudiera introducir le ha- 
ría recobrar al Directorio del Instituto la facultad de 
la opción de compra, de modo de impedir la venta. 
Además, nunca será una erogación frente a la cual el 
Instituto no pueda disponer de los recursos económi- 
cos necesarios en caso de una grave alteración de los 
propósitos que todos queremos preservar en el marco 
de la Ley N* 11.029. 


Marcando esa diferencia, el Partido Nacional está 
en condiciones de aprobar este proyecto de ley, es de- 
cir de darle un amplio respaldo, ya que subsana total- 
mente los antecedentes. 
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Ahora bien, entendemos que la propuesta modifi- 
cativa relacionada con el artículo 5” es equivocada, y 
así lo expresamos en la Comisión, logrando un enten- 
dimiento para venir a esta Sesión sin dicha referen- 
cia. Es cierto que el Miembro Informante nos aclaró 
que quizás en el propio Plenario se podría recibir una 
modificación en función de lo que él y su Bancada 
sostenían y, como prueba de ello, luce en nuestra 
banca una propuesta de modificación que nos adelan- 
tamos a decir que no compartimos, pues entendemos 
que impacta de manera negativa sobre el proyecto de 
ley cuyo acuerdo habíamos alcanzado. 


Cabe aclarar que estábamos en condiciones de vo- 
tar esta iniciativa en mayo del año pasado, pero dado 
que el Miembro Informante argumentó que en ese 
momento estaba por cambiar la integración del Di- 
rectorio del Instituto Nacional de Colonización y se 
quería conocer la opinión de las nuevas autoridades, 
se votó una ley postergando la entrada en vigencia de 
las disposiciones cuestionadas, que generaban perjui- 
cios y zozobra a muchísimos productores. 


De nada vale -y lo hemos discutido incluso con los 
integrantes de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del Senado- poner: “cuyos propietarios cum- 
plieron con todas sus obligaciones”; esa referencia 
no tiene sentido porque, si no cumplieron con todas 
sus obligaciones, la propia normativa jurídica habrá 
hecho que las operaciones se rescindieran -incluso, 
algunas han vuelto al Instituto Nacional de Coloni- 
zación- o, por el contrario, eso será resuelto con el 
levantamiento de ese incumplimiento. Interpreto que 
cuando se habla de cumplimiento de “todas sus obli- 
gaciones” se hace referencia a la cancelación de la 
respectiva hipoteca y el precio establecido, que en su 
momento fue lo sugerido por el Instituto Nacional de 
Colonización. Sin embargo, consideramos que ahí en- 
tramos en groseras inconstitucionalidades jurídicas, 
porque no se puede confundir título con garantía, ni 
se puede confundir título con saldo de precio, con 
garantía hipotecaria. Eso nos parece que es de senti- 
do común. Además, la incorporación de la expresión: 
“cuyos propietarios cumplieron con todas sus obliga- 
ciones” no aporta absolutamente nada; por el con- 
trario, deja en una situación de nebulosa al proyecto 
de ley, que luego -existe la facultad de reglamenta- 
ción de la ley por parte del Poder Ejecutivo- podría 
reglamentarse. De ese modo, volverían a resucitar las 
objeciones jurídicas, que podrían terminar en nue- 
vos recursos de inconstitucionalidad ante la Suprema 
Corte de Justicia. 


Continuamos insistiendo en este tema porque 
nos parece medular. Hemos alcanzado un importan- 
tísimo acuerdo entre todos los partidos y esto no le 
aporta ninguna solución al tema pues, repito, está 
salvado por el inciso segundo, en tanto y cuanto los 
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propietarios de los predios alcanzados por el inciso 
primero necesariamente van a tener que recurrir al 
ofrecimiento establecido por el artículo 35 de la Ley 
N* 11.029. 


Señor Presidente: como vemos que se insiste con 
este artículo, queremos dejar sentadas nuestras sal- 
vedades por un tema de economía procesal. Este de- 
bate se llevará adelante en la discusión particular del 
artículo de referencia; sin embargo, en la discusión 
general nos adelantamos a decir que tenemos una 
fuerte objeción con respecto a este artículo ya que, 
a nuestro juicio, menoscaba derechos legítimamente 
adquiridos. 


Nadie pretende sustraer de la acción colonizadora 
miles de hectáreas que, según el Instituto, quedarían 
aparte de la colonización. Esas tierras no tienen nada 
que ver, porque han sido objeto de colonización an- 
tes de la Ley N* 11.029. No hay otra referencia, no 
afecta los títulos ni el derecho de propiedad; además, 
después de más de sesenta años no puede afectar los 
derechos de los tenedores, propietarios de los actua- 
les predios. Me parece que, de aquí en más, el gran 
esfuerzo deberá estar centrado en mirar el futuro de 
la colonización; el gran esfuerzo y desafío que tene- 
mos por delante y que ya previmos en el año 2007 
cuando impulsamos aquel proyecto de ley sobre re- 
poblamiento de la campaña, será no quedarnos en el 
pasado, sino mirar hacia el futuro. 


En ese entendido, nos parece que esta modifica- 
ción no aporta nada a los efectos del entendimiento, y 
menos aún puede tomase como una solución; es, más 
bien, una fórmula que con toda seguridad va a em- 
pañar, va a afectar el acuerdo y la salida global que, 
felizmente, este Parlamento alcanza enmendando las 
enormes dificultades jurídicas generadas a partir de 
la ley aprobada en el año 2007. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Chiruchi. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Quiero señalar que nues- 
tro sector apoya lo manifestado por el señor Senador 
Larrañaga, y esa fue la posición que expusimos en 
Comisión. 


Conocemos de cerca la realidad de las colonias y 
de los colonos del Instituto, por lo que sabemos que 
esta es una de las preocupaciones que tiene un por- 
centaje muy importante de ellos, que logró tener sus 
tierras antes de 1948. Para nosotros, lo más trascen- 
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dente es que la actividad futura y el manejo de estos 
predios no va a salirse de los objetivos ni de la filosofía 
de la colonización que impera en el país. Pero lo más 
importante de todo -y lo expresamos en Comisión- es 
que en caso de una futura enajenación, existen ga- 
rantías y experiencia de que esto funciona bien, ya 
que no puede realizarse una nueva venta sin previa 
autorización del Instituto Nacional de Colonización. 
Lo que pretende el Instituto es tener en su cartelera 
-y permítanme expresarme de esa manera- miles de 
hectáreas a las que da el manejo que corresponde de 
acuerdo con la normativa. Tal como decía el señor 
Senador Larrañaga, si queremos dar mérito al Insti- 
tuto Nacional de Colonización, cabe señalar que estos 
predios fueron colonizados e integran esta tarea tan 
importante que se ha venido llevando adelante a par- 
tir de la ley que lo creó, sancionada en 1947. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Heber.) 


- Vamos a apoyar lo que se aprobó por la unani- 
midad de integrantes de la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca en mayo del año pasado, con el 
aval y la anuencia de todos los actores vinculados con 
el tema. 


Muchas gracias por la interrupción, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- 
Puede continuar el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Estoy finalizando mi ex- 
posición, sin perjuicio de que luego pueda realizar 
algún aporte en caso de considerarlo necesario. 


Insisto en que esto no tiene repercusión alguna; 
se podrá decir que se pierden 100.000 y pico de hec- 
táreas de la acción colonizadora, pero no es así. Me 
parece que esa referencia no tiene ningún efecto des- 
de ese punto de vista. Si sumamos la acción coloni- 
zadora de la sociedad uruguaya, siempre nos va a dar 
por encima de 500.000 hectáreas. Entonces, no es 
que mediante esta referencia se terminan encasillan- 
do determinadas hectáreas y otras son sacadas, como 
se intentará explicar, porque eso, a nuestro juicio, va 
a generar dificultades que precisamente este proyec- 
to de ley pretende solucionar. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
14) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- 
Léase una solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


3 de mayo de 2011 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 3 de mayo de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia el día 4 de mayo, 
por motivos personales. 


Sin otro particular lo saluda atentamente. 
Mónica Xavier. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- Se 
va a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

- 26 en 27. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Roberto Conde ha pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Walter Mo- 
rodo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 3 de mayo. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 

De mi consideración: 

Por medio de la presente solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por el día 4 de mayo del corriente 
por motivos personales. 

Sin otro particular, 


Lucía Topolansky. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- Se 
va a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 26 en 27. Afirmativa. 
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Se comunica que los señores Juan José Domín- 
guez, Andrés Berterreche, Aníbal Pereyra, Eduardo 
Bonomi, Gabriel Frugoni, Carlos Baldassini, Yamandú 
Orsi y Daniel Garín han presentado notas de desis- 
timiento informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda 
convocado el señor Daniel Montiel, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


15) INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- 
Continuando con la lista de oradores, tiene la palabra 
el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Al igual que el señor Se- 
nador Larrañaga, quiero manifestar que estamos de 
acuerdo con casi todo el proyecto de ley, tal como fue 
aprobado en Comisión, y tal como lo expresáramos en 
ese ámbito. Sin embargo, también adelanto nuestro 
desacuerdo con la modificación que se pretende in- 
troducir en el artículo 5%, aunque aclaro que el señor 
Senador Agazzi anunció que iba a consultar con su 
Bancada si efectivamente iban a proponerla. Como 
no hemos tenido oportunidad de conversar con los 
compañeros de Bancada del señor Senador Agazzi so- 
bre el tema, vamos a aprovechar esta ocasión para 
tratar de convencerlos de lo contrario. 


Queremos llamar la atención que, desde el punto 
de vista constitucional, este es un profundo error. En 
realidad, esta es una alerta, porque a veces en el Par- 
lamento aprobamos proyectos de ley sin prestar aten- 
ción a todos los detalles, después nos arrepentimos, 
incurrimos en responsabilidad por acto legislativo y 
conducimos al Estado a que también lo haga. Y esto 
es lo que vamos a hacer en el día de hoy si aprobamos 
la modificación que se quiere proponer. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


- Reitero: estoy alertando sobre esto porque 
me parece que el punto es claro. Por un lado, 
estaríamos violando el artículo 7 del “TÍTULO 
PRELIMINAR De Las Leyes”, que expresa que las 
leyes no tienen efecto retroactivo. Si bien una ley 
puede dejar sin efecto otra, la Doctrina entiende 
que dada la ubicación del “TÍTULO PRELIMINAR 
De Las Leyes”, todo el contenido de ese Capítulo 
del Código Civil debe ser respetado. Más allá de eso, 
por otro lado, estaríamos afectando derechos de 
quienes hasta ahora tienen su título de propiedad 
perfecto. En ese sentido, -creo yo- estaríamos 
cometiendo un profundo error, quizás porque 
-como dijimos en Comisión- se están mezclando 
conceptos jurídicos. Se habla de compraventa, 
título, hipoteca y préstamo como si todo fuera lo 
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mismo, y ese es un error. Voy a hacer un breve 
repaso de estos distintos negocios jurídicos. El 
negocio jurídico compraventa se produce cuando 
una persona vende y otra adquiere una propiedad, 
en este caso rural. Aquí, las partes son el vendedor 
y el comprador. El negocio jurídico préstamo se da 
cuando alguien presta dinero y otro lo toma y se 
obliga a pagarlo. En este caso, las partes son quien 
presta el dinero y quien lo toma. El negocio jurídico 
hipoteca es un negocio accesorio al principal -diría 
el profesor Gamarra en su Tratado de Derecho 
Civil Uruguayo-, de garantía, por el que alguien 
garantiza una obligación afectando un inmueble. 


Cuando ocurrieron estos hechos hubo distintos ti- 
tulares: quien le vendió al colono antes del año 1948 
la propiedad y el colono que la compró; el Banco de 
la República -a través de la Sección Fomento Rural- y 
el Banco Hipotecario, que le prestaron al colono que 
compraba; y el colono que compraba y el Banco de la 
República afectando en garantía ese bien hipotecado. 
Esas compraventas que se realizaron antes del año 
1948 y se pagaron después de ese año, en algunos 
casos están perfectas, no tienen afectación; ese es el 
error de la norma que se está proponiendo. Quiere 
decir que aquel colono que tomó un préstamo antes 
del año 1948 y lo pagó después, tuvo su título perfec- 
to y, por ende, estaba habilitado a vender el inmueble 
rural. El tercero que compró ese inmueble, cuando 
chequeó en los registros públicos y en la normativa 
nacional, se encontró con que ese inmueble estaba 
libre y no tenía afectación. Entonces, lo compró de 
buena fe, sabiendo que no estaba afectado, de acuer- 
do con la ley. 


Solicito a los señores Senadores que nos remi- 
tamos a la Ley N* 11.029, que creó el Instituto Na- 
cional de Colonización, en especial a su artículo 81. 
En noviembre del año 1947, en esta misma Cámara, 
los Senadores que entonces estaban sentados aquí 
analizaron el punto que hoy estamos tratando. Esos 
Legisladores dijeron que el régimen anterior al año 
1948 no se tocaba. ¿Por qué? Porque el Estado dic- 
tó leyes y al amparo de estas se realizaron contratos 
que tenían que respetar. El nuevo régimen -dijeron 
los Legisladores del año 1948, aunque en realidad la 
Sesión de la Cámara fue en noviembre del año 1947- 
lo estaban estableciendo de entonces en adelante. El 
artículo 81 de la Ley N* 11.029 expresa: “Las colonias 
transferidas por el Banco Hipotecario al Instituto, en 
virtud de esta ley, continuarán rigiéndose, en lo que 
proceda y con respecto a las operaciones ya conclui- 
das y a los contratos en vigencia, por las disposiciones 
legales bajo cuyo imperio hubieran sido implantadas”. 
La colonización en el Uruguay no empezó con la Ley 
N* 11.029, sino a fines del siglo XIX; existe una can- 
tidad de leyes dictadas en el país, en el que se coloni- 
zaron más hectáreas antes que después del año 1948. 
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Los Legisladores, nuestros colegas del año 1947, en 
el inciso segundo del artículo 81 establecieron: “No 
obstante el Instituto procurará, dentro de sus faculta- 
des”, fíjense qué previsión más precisa y clarificante 
para todos nosotros, “o por medio de acuerdos con los 
colonos o con el Banco Hipotecario, irlas adaptando a 
las normas instituidas por el presente estatuto legal”. 
¿Qué es lo que dijo el Legislador? Que para modifi- 
car los efectos de los contratos anteriores al año 1948 
había que lograr un acuerdo. ¿Por qué? Porque los 
títulos estaban perfeccionados, porque los contratos es- 
taban regidos por un estatuto legal anterior que no se 
puede modificar y se tiene que respetar. Esto es claro. 


El régimen sancionatorio previsto en las leyes de 
los años 1913, 1921, 1923, 1929, 1932, 1941 y 1945 
era distinto del régimen que se estableció en la Ley 
N* 11.029, del año 1948. En aquel entonces, la falta 
a la obligación de vivir en el predio y cumplir con 
las obligaciones se veía sancionada de las siguientes 
formas: la primera era la rescisión del contrato de 
préstamo; la segunda, exigir el cumplimiento, o sea, 
la ejecución de la hipoteca; y la tercera, la reducción 
del préstamo que se había concedido al 50%. Todas 
las obligaciones contraídas antes del año 1948 están 
terminadas, no existen por varios motivos. En primer 
lugar, porque la mayoría debe haber pagado, como co- 
rresponde, pero a los que no pagaron, el Estado tiene 
que haberles exigido el cumplimiento de las obliga- 
ciones; si no lo hizo, prescribieron, porque de acuet- 
do con las normas del Código Civil son veinte años, y 
de acuerdo con las del Código de Comercio, menos. 
La hipoteca caducó, porque caduca a los treinta años; 
los embargos también caducaron, ya que no se puede 
reinscribir un embargo más de seis veces, y cada em- 
bargo es por cinco años. Entonces, estas obligaciones 
a las que se está haciendo referencia, o se cumplieron 
o desaparecieron. Con esto no es que estemos tratan- 
do de proteger al que no cumplió -que tiene derecho 
a la protección porque existen normas constituciona- 
les y legales que lo protegen-, sino al comprador de 
buena fe, que cuando el título estuvo perfecto -aun 
cuando se haya pagado después del año 1948, porque 
eran préstamos a largo plazo-, pagó bien. 


El artículo 81 de la Ley N* 11.029 establece que 
se sigue rigiendo por el régimen anterior. Entonces, 
el comprador de buena fe compró de buena fe, y hoy 
le están diciendo que no; se están afectando con re- 
troactividad al año 1948 bienes que, quizás, se ven- 
dieron dos o tres veces. Esto es una flagrante incons- 
titucionalidad, una afectación a la seguridad jurídica 
básica que se requiere en un país, y desde el punto 
de vista jurídico, a mi juicio, un profundo error. To- 
das las leyes anteriores establecían largos plazos para 
pagar y, con seguridad, muchos de los que tomaron 
créditos en los años 1947, 1946, 1945 y 1930 tenían 
obligaciones pendientes al año 1948 y cumplieron de 
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acuerdo con lo que el Estado y las leyes les dijeron 
que sucedía. 


También quiero destacar que estamos hablando 
de pequeños propietarios rurales y no del título de 
propiedad del gran propietario rural que tiene 500, 
1.000, 1.500, 2.000 o 3.000 hectáreas y que va a con- 
tratar a un estudio jurídico para plantear la inconsti- 
tucionalidad, porque tiene la plata para defenderse, 
si es que le tocó, y va a ganar el juicio. Insisto en que 
acá estamos hablando de los pequeños propietarios, 
aquellos que tienen 100, 150, 200 o 300 hectáreas, a 
quienes les estamos afectando su título de propiedad. 
Por eso alerto claramente a este Senado, y en especial 
a la Bancada oficialista, que si hoy aprobamos esta 
iniciativa estaremos cometiendo un profundo error, 
un error jurídico y, sobre todo, un error contra la fun- 
ción esencial del Derecho. 


El profesor Luis Recasens Siches, en su Tratado 
General de Filosofía del Derecho, cuando discutía las 
funciones del Derecho decía qué era lograr la justicia 
dentro de la seguridad jurídica, y afirmaba que toda 
persona, cuando vive en sociedad, necesita tener cer- 
tezas sobre, por ejemplo, qué va a pasar con su casa 
el día que muera, si su mujer podrá seguir viviendo 
en ella y, también, cuáles serán las consecuencias de 
su conducta. Decía que el Derecho, además de tener 
como fin la justicia, ha nacido para lograr la seguri- 
dad jurídica. Esta teoría que hoy todos los estudiosos 
del Derecho reconocen como válida y esencial, se ini- 
ció en la Prusia de Federico II, con el caso de Arnold, 
el molinero de Postdam. Sucedió que el monarca Fe- 
derico II, por hacer algo que creía justo, violó la nor- 
ma jurídica, algo que no debe hacerse. Hoy estamos 
volviendo al año 1948 y afectando contratos que se 
realizaron antes de esa fecha; no estamos haciendo lo 
mismo que hicieron los Legisladores en 1947, cuan- 
do previendo esta misma discusión y cómo se iban a 
regular los contratos anteriores a 1948, dispusieron 
respetar el régimen jurídico anterior -lo establecieron 
a texto expreso en el artículo 81- y determinaron que 
si el Instituto quería hacer modificaciones, debería 
llegar a un acuerdo con el propietario. De esto se tra- 
ta el Derecho, y el Estado tiene que respetar los dere- 
chos de las personas. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: simplemente deseo completar la mención del se- 
ñor Senador Bordaberry a ese episodio entre el moli- 
nero y el emperador, en que el monarca pierde ante 
los estrados. En ese momento, el molinero exclama: 


“Aún hay jueces en Berlín”. Eso ha quedado como 
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una manifestación de confianza en el apoyo del Poder 
Judicial al derecho de los más débiles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley en 
consideración. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Formulo moción 
para que se suprima la lectura de los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota:) 
- 26 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR AGAZZI.- Formulo moción en el sentido 
de que se voten en bloque los artículos del proyecto 
de ley, con excepción del primer inciso del artículo 5%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se van a votar todos los artículos del proyecto de 
ley, con excepción del artículo 5”. 


(Se vota:) 
- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 5”. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Con relación al primer inciso del 
artículo 5%, quiero aclarar que nosotros mantenemos 
la misma posición que pusimos de manifiesto el 12 de 
mayo de 2010. Si se lee la exposición de motivos de 
aquel día se podrá ver que el cuarto inciso dice: “Por la 
ley que se presenta se propone establecer que los pre- 
dios que fueron adquiridos por los productores antes 
del 12 de enero de 1948, que son 395 con una super- 
ficie promedio de 57 hás., y que provienen de las co- 
lonias preexistentes al INC no están comprendidos en 
el régimen instituido por la ley que creó el instituto”. 
Quiere decir que en aquel momento sosteníamos que, 


94-C.S. 


en realidad, debían excluirse de las obligaciones del 
Instituto Nacional de Colonización aquellas fracciones 
que habían cancelado todas sus deudas antes del 12 
de enero de 1948. Eso es lo que estamos sosteniendo 
hoy y, por tanto, no hemos cambiado nuestra posición, 
como aquí se ha argumentado. Esto puede leerse en 
la página 9 de la exposición de motivos que se hizo en 
aquel momento y que fue consecuencia de una discu- 
sión que se llevó adelante. Entiendo que esta discusión 
es válida y que hay que darla fundadamente, porque 
vamos a tomar una decisión importante. 


Este primer inciso dice que se declaran salidas de 
la administración del Instituto Nacional de Coloniza- 
ción y del régimen instituido por la Ley de Coloniza- 
ción, las fracciones que integran las colonias enajena- 
das por la Comisión Asesora del Instituto o la Sección 
Fomento Rural, antes del 12 de enero de 1948. ¿Qué 
sucedía antes de esa fecha? Según los datos actuales 
del Instituto, había 35 colonias con 175.000 hectá- 
reas. Cuando se fundamentó la ley en este Cuerpo, 
el Miembro Informante de la Comisión del Senado 
dijo que el Instituto Nacional de Colonización tenía, 
en aquel momento, 203.000 hectáreas. Lo cierto es 
que luego, en la realidad, sucedió lo que todos sabe- 
mos, porque la ley permite a Colonización desafectar 
las parcelas que los colonos solicitan. Por tanto, en 
la actualidad los datos hablan de 175.700 hectáreas. 
Destaco que sería algo inédito que nosotros, por ley, 
estableciéramos que todas las 175.000 hectáreas que 
recibió el Instituto de las colonizaciones previas a él, 
quedan fuera de su órbita. Está claro que el Instituto 
Nacional de Colonización tiene la responsabilidad de 
administrar aproximadamente 500.000 hectáreas, y 
así lo han dicho todos sus Directores, tanto blancos, 
colorados como frenteamplistas. Tengo en mi poder 
artículos de prensa en los que figuran declaraciones 
de distintos Presidentes del Instituto, en particular 
las del ingeniero Horacio Terra Gallinal, que decía 
que en el país se han colonizado 500.000 hectáreas. 


Por otra parte, todos los artículos del Capítulo XIV 
de la Ley N” 11.029 de Colonización, denominado: 
“De las relaciones del Instituto con el Banco Hipote- 
cario del Uruguay”, refieren a las colonias transferi- 
das por dicho Banco al Instituto. Soy consciente de 
que esta es la filosofía de la ley y es algo que no puede 
discutirse, pero ella habla de las colonias transferidas 
al Instituto Nacional de Colonización. Si hoy nosotros, 
en esta ley, decidimos que esas colonias se desafectan 
del Instituto, ya no habría colonias transferidas por 
el Banco Hipotecario al Instituto de Colonización y, 
directamente, lo que se hizo antes quedaría sin efec- 
to. El contenido material de la Ley de Colonización 
implica que las 175.000 hectáreas que existían antes 
de crearse el Instituto se transfirieran a este. Por tan- 
to, el concepto es de continuidad, porque hoy creo 
que ninguno de nosotros -al menos nadie lo ha dicho- 
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piensa que las colonias Pintos Viana, Carlos Reyles, 
Ros de Oger, San Javier, Victoriano Suárez, Agracia- 
da, Baltasar Brum o 19 de Abril, en realidad no son 
más colonias porque las desafectamos de la coloni- 
zación. La redacción actual del artículo 5” establece 
que esas colonias no están afectadas ni comprendidas 
por la administración y, por tanto, estaríamos dicien- 
do que hoy no son colonias y que no están bajo la 
administración del Instituto. En realidad, para noso- 
tros, ese no es el contenido de las leyes colónicas en 
el Uruguay desde el origen. Como muy bien decía el 
señor Senador Bordaberry, desde 1880 ha habido die- 
ciséis leyes y tres decretos que progresivamente fue- 
ron constituyendo la colonización, que comprendió a 
los pequeños agricultores, los desamparados, los que 
sobraron cuando se alambraron los campos; todo fue 
elaborado para las políticas de bienestar que imple- 
mentó el Gobierno del Partido Colorado después de 
1904. Las leyes más importantes fueron las de 1905 
y 1913, que fijaron las bases de lo que después fue 
el Instituto Nacional de Colonización. En consecuen- 
cia, hubo una progresión legislativa en ese sentido. 


El Legislador de la época dijo que las colonias 
que se recibieran por parte del Instituto Nacional de 
Colonización se seguirían rigiendo por el régimen ju- 
rídico que cada una tenía. Esto es lo que establece 
la ley, tal como fue leído en Sala. Ahora bien, por la 
forma en que se administra cada una de las fraccio- 
nes, nos vemos obligados a ir a cada una de las leyes 
que les dieron lugar, que decían cosas distintas. En 
la Comisión las analizamos todas; no voy a aburrir 
al Plenario extendiéndome al respecto, pero lo cierto 
es que las leyes de 1921, 1923, 1929, 1932, 1933, 
etcétera, eran diferentes entre sí. Cuando se creó el 
Instituto Nacional de Colonización, la ley establecía 
que esto se garantizaba -porque está la garantía del 
derecho que tienen los propietarios- y el Instituto lo 
negociaría. El problema es que lo que estableció la ley 
de creación del Instituto Nacional de Colonización, 
en cuanto a que se iba a negociar con los colonos, 
no se hizo. Actualmente, nosotros, los Legisladores, 
vamos a resolver algo que durante más de sesenta 
años el Instituto Nacional de Colonización no hizo: 
me refiero a negociar con los colonos de qué manera 
se ajustaba su derecho jurídico a la administración 
del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero hacer una acla- 
ración. Como bien expresa el señor Senador Agazzi, 
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antes del año 1948 existieron una cantidad de leyes 
que fomentaron la colonización y, a partir de ese mo- 
mento, nos rigió la Ley N* 11.029. Pero lo que es im- 
portante señalar es que los efectos y las afectaciones 
anteriores al año 1948 eran unas y las posteriores 
a esa fecha fueron otras. Yo me tomé el trabajo de 
revisar todas las leyes anteriores a ese año: la Ley 
N* 7.377, la Ley N* 7.615, la Ley N* 8.402, la del 22 
de enero de 1913, la Ley N” 8.829, la Ley N* 10.051 
y la Ley N* 10.694. Todas esas leyes reconocían que 
cuando el colono terminaba de pagar tenía la propie- 
dad plena, sin ningún tipo de afectación. Más aún, 
podía no vivir en el predio. La exigencia para el co- 
lono de vivir en el predio, así como todas las otras 
que establecían las diferentes leyes, regían solamente 
hasta que este terminaba de devolver su préstamo. 
Todas las afectaciones que vinieron después de 1948 
no se aplican a las situaciones anteriores. Esto está 
dicho a texto expreso. Creo que estamos llegando a 
donde está la madre del borrego desde el punto de 
vista jurídico. Hoy estamos aplicando las afectaciones 
establecidas en la ley del año 1948 a todos los títulos 
adquiridos con anterioridad, durante la vigencia de 
todas las leyes mencionadas. Esto es -lo digo con todo 
respeto- una barbaridad jurídica. No me voy a pelear 
con el ingeniero agrónomo Ernesto Agazzi, porque él 
no dio los exámenes de Derecho Civil -ni de Obliga- 
ciones ni de Contratos-, pero está dando una respues- 
ta que, sin lugar a dudas, ocasionaría la reprobación 
del examen en la Facultad de Derecho. Por este moti- 
vo la Mesa diría: “Vuelva en marzo”. 


Aquí se están afectando derechos adquiridos bajo 
un régimen legal y es lo que no hicieron, por suerte, 
los integrantes de esta Cámara de Senadores en el año 
1948. La afectación puede tener distintas formas. Se 
puede afectar el bien, como lo hizo la Ley N* 11.029 
o como se hacía con anterioridad, y las consecuencias 
son distintas. Lo que sucedía antes de 1948 era que si 
se incumplía, la sanción era la ejecución de la hipoteca 
y le reducción del crédito en un 50%. Pero las afecta- 
ciones posteriores a ese año son distintas. De manera 
que considero que hoy estamos cometiendo un profun- 
do error. Lo digo con todo respeto, porque estoy seguro 
de que yo reprobaría muchas materias de la Facultad 
de Agronomía si me presentara a dar los exámenes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Si al señor Senador no le mo- 
lesta, le voy a conceder la interrupción más adelante, 
porque quisiera seguir con mi razonamiento. 
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Decía que el espíritu del Legislador cuando san- 
cionó la Ley N* 11.029 no fue desafectar todo lo an- 
terior, sino que esos casos se rigieran por las leyes 
que habían establecido los derechos y las obligacio- 
nes en cada una de las operaciones, y ninguna de 
esas leyes se está derogando ahora. Creo que el error 
grave que se está cometiendo es tener una visión 
puntual, poniendo el microscopio en el problema 
jurídico, sin ver algo más grande: aquí no se está 
derogando ninguna ley anterior. Todas las leyes an- 
teriores quedan vigentes. El derecho que tiene un 
propietario que compró por la ley de 1932 está vi- 
gente. Lo único que estamos haciendo es agregar 
una desafectación. Este es un tema tan complejo 
que muchas veces uno se mete dentro de la máqui- 
na, empieza a razonar cada una de las partes y pier- 
de la globalidad. Insisto: aquí no estamos creando 
ninguna afectación nueva. No estamos obligando 
a nada a nadie, sino que, por el contrario, estamos 
resolviendo una desafectación, más allá de las que 
estaba y aún está facultado a hacer el Instituto Na- 
cional de Colonización. Estamos supliendo al Ins- 
tituto Nacional de Colonización en desafectar; no 
creamos ninguna afectación nueva. Todas las leyes 
que estaban vigentes cuando se compró cada par- 
cela y todas las que regían al Instituto Nacional de 
Colonización permanecen vigentes. Este artículo no 
sustituye ninguna de esas leyes. Aquí lo que esta- 
mos haciendo es desafectando 22.700 hectáreas. Si 
algún agricultor piensa que tiene derecho a ser des- 
afectado, quizás también lo sea, como ha ocurrido 
en los últimos sesenta años en una gran cantidad de 
casos. Es más, ahora se están desafectando parce- 
las. Todo sigue vigente; simplemente agregamos una 
desafectación a las que hace el Instituto. De manera 
que no estamos limitando el derecho de propiedad, 
que está absolutamente garantizado. 


Y no me vengan a asustar con las inconstitucio- 
nalidades. Aquí no estamos creando ninguna norma 
nueva. La Ley N* 18.187 fue declarada inconstitucio- 
nal por la Suprema Corte de Justicia porque incluía 
una norma que conducía a una expropiación sin in- 
demnización, y eso sí es inconstitucional. Pero lo fue 
por ese motivo y no por estos otros aspectos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Me han solicitado interrupcio- 
nes los señores Senadores Gallinal y Larrañaga y con 
mucho gusto se las concedo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debo advertirle, señor 
Senador, que solo le restan seis minutos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- En ese caso, pido la pala- 
bra, señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE..- Muy bien; lo anoto, se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Ya se le votó la prórroga del 
tiempo de que dispone el señor Senador Agazzi? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en la discusión 
particular, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Y como Miembro Infor- 
mante no tiene un tratamiento especial? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; no rige para el 
Miembro Informante una extralimitación de los vein- 
te minutos. 


SEÑOR GALLINAL.- Retiro mi solicitud de inte- 
rrupción, señor Presidente, porque no quiero utilizar 
el tiempo que le resta al señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, puede con- 
tinuar el señor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- En definitiva, señor Presiden- 
te, asumimos que somos una especie de Directorio 
del Instituto Nacional de Colonización, que está fa- 
cultado a desafectar parcelas por cuatro votos en cin- 
co y a desafectar colonias por cinco votos en cinco, y 
en la práctica ha hecho uso de esa facultad. En este 
caso, nosotros estamos supliéndolo. Pero deberemos 
decir, con precisión, qué es lo que hoy desafectamos. 


En realidad, esta expresión un tanto genérica por 
la que se declara que no están afectadas ni compren- 
didas por la Administración las parcelas que integran 
las colonias que hayan sido enajenadas antes del 12 
de enero de 1948, permitiría que fueran desafecta- 
das, como dice aquí, las que fueron enajenadas antes 
de esa fecha, o sea, 175.700 hectáreas. 


Señor Presidente: esto es importante, porque 
en este momento hay una gran demanda de tierras 
-existe un mercado de tierras muy activo- y se pue- 
den plantear situaciones complejas. Por ejemplo, se 
pueden desafectar parcelas de una colonia de pro- 
ductores ganaderos, agrícola-ganaderos u ovejeros 
-simplemente tienen que comunicar al Instituto Na- 
cional de Colonización que las venden- y ser com- 
pradas por empresas forestales que pongan montes 
en medio de parcelas de los colonos. ¿Quién va a 
solucionar eso? Lo que la ley establece -y se viene 
cumpliendo hasta ahora- es que cuando un colono 
va a hacer una operación de esta naturaleza, en pri- 
mer lugar tiene que pedirle autorización al Instituto 
Nacional de Colonización. Hay diversos problemas 
derivados de la instalación en las colonias de activi- 
dades contradictorias con la vida de sus agricultores 
y la colonización. 
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En consecuencia, vamos a votar el texto sustituti- 
vo presentado porque es preciso, no modifica ningu- 
na disposición jurídica previa y no altera el derecho 
de propiedad del productor, que se mantiene. Ade- 
más, define claramente qué se desafecta por ley. Creo 
que de esta manera se da tranquilidad a los colonos, 
porque muchos de ellos -que concurrieron a la Comi- 
sión respectiva-, plantearon que habían pagado todo 
el predio hace muchos años y no querían tener nada 
que ver con el Instituto Nacional de Colonización. Si 
los pagaron antes del año 1948, no tienen nada que 
ver con la colonización; la propuesta permite que ello 
sea así -fue conversado con los diversos colonos- y 
da certeza a las autoridades del Instituto Nacional de 
Colonización. 


Creo que la obligación de vender en primer tér- 
mino al Instituto Nacional de Colonización es una 
garantía -es cierto- pero, ¿qué hacemos si tiene que 
comprar cien mil hectáreas? ¿Cuántos cientos de mi- 
llones de dólares precisa para ello? Esa no es una 
garantía suficiente como para detener una corrida 
de venta de tierras, que seguramente no se va a dar, 
pero nos parece que es mejor tener claridad jurídica 
y certeza. 


El artículo sustitutivo de ninguna manera afecta 
los derechos de propiedad; lo único que dice es que 
se desafectan aquellas parcelas que cumplieron con 
todas sus obligaciones. Estoy seguro de que habrá 
más desafectaciones porque ello está dentro de las 
potestades del Directorio, pero esto se deberá hacer 
en acuerdo con los colonos. 


Si decimos que no podemos legislar debido a los an- 
tecedentes jurídicos de las leyes que rigen cada una de 
las fracciones que se compraron con ayuda del Estado 
o por lo que dice la ley sobre colonización, no podría- 
mos estar desafectándolas. Creemos que desafectar 
estas 22.700 hectáreas es una necesidad real, porque 
no se realizó una negociación con los colonos tal como 
se debería haber hecho durante todos estos años. 


Señor Presidente: este es el motivo por el cual es- 
tamos presentando este texto sustitutivo. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: en virtud 
de que hemos fijado una Sesión extraordinaria para 
rendir homenaje al ex Legislador Walter Santoro a 
partir de las 11 y 30 horas, solicitamos pasar a cuarto 
intermedio y que el mismo sea levantado una vez que 
culmine dicho homenaje. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada por la señora Senadora Dalmás, en el sen- 
tido de que el Senado pase a cuarto intermedio hasta 
finalizar el homenaje que rendiremos a la memoria 
del ex Legislador Walter Santoro. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por el lapso 
mencionado. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 30 minutos.) 
(Vueltos a Sala.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, con- 
tinúa la Sesión. 


(Es la hora 12 y 10 minutos.) 


- Antes de pasar a cuarto intermedio, el Senado 
estaba discutiendo el artículo 5% del primer punto del 
Orden del Día, que había sido informado por el señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: con 
toda franqueza debo decir que creo que no es válida 
la expresión de que no se están afectando disposicio- 
nes previas; me parece que sí se las está afectando. 
No olvidemos la historia de este artículo, que surge 
como consecuencia del intento por resolver otra dis- 
posición contenida en la ley relativa al repoblamiento 
de la campaña, que declaraba no afectadas ni com- 
prendidas en la Ley N” 11.029 las parcelas que inte- 
graran las colonias que hubieran sido enajenadas por 
la Comisión Asesora de Colonización. 


Comprendo que no asusten las inconstitucionali- 
dades; no obstante, ningún Legislador piensa que su 
legislar es inconstitucional, porque debemos partir de 
la base de que todos estamos trabajando de buena fe. 


Ahora bien -pido que se me preste un minuto de 
atención, señor Presidente-, al agregarse la expresión 
“cuyos propietarios cumplieron con todas sus obliga- 
ciones antes del 12 de enero de 1948”, se están afec- 
tando disposiciones previas, porque los propietarios 
que no cumplieron con las obligaciones antes de esa 
fecha quedan sujetos ahora, retroactivamente, a la 
Ley N” 11.029. Este es el error jurídico antológico 
que esta disposición contiene porque, en todo caso, 
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quedaron sujetos por la ley de repoblamiento de la 
campaña del año 2007. Por efecto de esta disposición, 
los que no cumplieron con sus obligaciones quedan 
afectados a la Ley N” 11.029 de forma discrecional, y 
esto me parece que es un enorme error. 


El señor Senador Agazzi, con todo el respeto y la 
buena intención que le adjudico -y que no necesita 
que yo defienda- se equivoca, incluso, cuando habla 
de 20.000 hectáreas para acá o 170.000 para el otro 
lado. No es así; por esta mención no se puede otorgar 
la facultad al Poder Ejecutivo de que exprese quiénes 
cumplieron con las obligaciones y quiénes no lo hi- 
cieron. Los que cumplen con las obligaciones quedan 
sujetos a la Ley N” 11.029 y los que no las cumplieron 
antes de promulgación de la Ley N* 11.029 quedan 
sujetos, precisamente, a lo dispuesto por esa dicha ley. 
Me parece que es algo de sentido común. Todo eso 
de las hectáreas, de la acción colonizadora y de que 
hay 20.000 hectáreas que quedarían desafectadas es 
una ficción jurídica absoluta, así como también que 
170.000 hectáreas quedarían afectadas, porque no es- 
tuvieron nunca afectadas. La Ley de Repoblamiento 
de la Campaña del año 2007 las afectó erróneamente. 
Precisamente, este es el embrollo que queremos solu- 
cionar con esta disposición. Sin embargo, no lo hemos 
podido lograr porque los propietarios cumplieron con 
todas las obligaciones y esta disposición nos retrotrae 
60 años. Repito, esto es un error. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 


Comparto las preocupaciones manifestadas por el 
señor Senador Larrañaga -al igual que las expresadas 
por el señor Senador Bordaberry- en el sentido de 
que sería muy grave si esta disposición se interpreta- 
se de manera tal que afectase el valor de la seguridad 
jurídica en los términos a los que ellos hicieron refe- 
rencia. Sin embargo, debo decir que no sería correcta 
la interpretación que tuviera ese resultado, y lo digo 
ahora a los efectos de que mi pensamiento conste 
en la historia fidedigna de la sanción de la ley. Creo 
que el alcance de la redacción del artículo 5% que se 
propone aporta la certeza jurídica de que determina- 
das parcelas no están afectadas ni comprendidas por 
la Ley N* 11.029. La declaración tiene el ámbito de 
aplicación que en sus propios términos define y nada 
más; hasta ahí llega el efecto aclaratorio y de certe- 
za que la norma puede dar. De ninguna manera es 
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aceptable que por el argumento “a contrario” -cuya 
debilidad es reconocida y señalada por toda la doctri- 
na- se pueda entender que el artículo determina que 
quedan sometidas al régimen de la Ley N* 11.029 
aquellas propiedades y parcelas que ya no lo estén. 
Esta argumentación “a contrario” no es de recibo. No 
sería posible que por este argumento -cuya debilidad, 
repito, ha sido señalada por todos los intérpretes de 
todas las ramas del Derecho- quedaran comprendidas 
dentro del régimen de la Ley N” 11.029 las propieda- 
des y parcelas que no lo están, de conformidad con 
las disposiciones de la propia Ley, cuyo artículo 81 es 
bien claro y sobre el cual el señor Senador Bordaberry 
se explayó con muy buenos argumentos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Es la propia Suprema 
Corte de Justicia la que tiene dudas sobre esta dis- 
posición. Creo que después de 60 años, disponer re- 
troactivamente que los propietarios que cumplieron 
con todas sus obligaciones quedarán afuera y los que 
no lo hicieron quedarán adentro, me parece un enor- 
me error que queda sujeto a la discrecionalidad del 
Poder Ejecutivo, quien va a reglamentar la ley en un 
determinado plazo -como lo expresa la propia nor- 
ma- y que puede terminar diciendo bajo qué formas 
se cumplieron o no determinadas obligaciones, antes 
del 12 de enero de 1948. Esta expresión nace de la 
iniciativa del Directorio del Instituto Nacional de Co- 
lonización que hablaba de precio y cancelación de la 
respectiva hipoteca, confundiendo de manera grosera 
todo lo relativo a la titulación y negocios accesorios 
de garantía. Entonces, señor Presidente, no se puede 
decir que no se afectan disposiciones previas porque 
efectivamente es así. El régimen de parcelas anterior 
a la Ley de Repoblamiento de la Campaña del año 
2007 era distinto al que tendremos a partir de la san- 
ción de este proyecto de ley. 


El ejemplo de las empresas forestales que podrían 
comprar entre 70.000, 80.000 o 100.000 hectáreas 
de colonias es de ciencia ficción; no tiene lógica y 
no puede darse, entre otros motivos, porque no todas 
las colonias del Uruguay se encuentran en terrenos 
colonizados y porque no habrá un ofrecimiento sinto- 
mático de parcelas, que en muchos casos son de poca 
extensión. 


Queremos alertar sobre la patología jurídica que 
este proyecto de ley va a contener, si se persiste en 
aprobarlo. Por corregir una inconstitucionalidad se va 
a provocar otra. Esto fue lo que pretendimos llevar 
adelante. Las parcelas a las que hace referencia el 
artículo 5% no estaban comprendidas en el régimen 
de la Ley N* 11.029 que, a través de esta expresión, 
se las quiere incorporar con retroactividad. Creo que 


CÁMARA DE SENADORES 


3 de mayo de 2011 


esto es una equivocación porque afecta el contenido 
genérico de este proyecto de ley que va a enmendar 
los desajustes provocados por las modificaciones rea- 
lizadas en la Cámara de Representantes con relación 
a la Ley N* 18.187. 


No se trata de decir que por este proyecto quere- 
mos extraer de la acción de la Ley N* 11.029 más de 
20.000 hectáreas; no es eso. Se trata de la legislación 
que durante 60 años rigió. Lo que ocurre es que an- 
tes de 1948 fueron colonizadas 250.000 hectáreas y 
otras 250.000 hectáreas fueron colonizadas después 
de ese año, lo que totaliza casi 500.000 hectáreas. 
Además la garantía, que puede estar sujeta a algún 
tipo de invalidez jurídica, consta en el párrafo segun- 
do del artículo que estamos discutiendo, que dice que 
los propietarios de predios comprendidos en la dis- 
posición que antecede, estarán obligados a ofrecerlos 
en primer término al Instituto Nacional de Coloniza- 
ción. Entonces, si no están comprendidos en la Ley 
11.029, el hecho de imponerles esta obligación 60 
años después, cuando antes esta necesidad fue dis- 
cutible, es agregarle un nuevo punto de interrogación 
al tema. 


Era cuanto quería señalar, señor Presidente, en 
una extensa argumentación sobre un tema que desde 
hace bastante tiempo venimos discutiendo en Comi- 
sión y ahora la reiteramos en el Plenario. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: esta discu- 
sión se viene dando desde hace dos o tres años, des- 
de el momento en que la Cámara de Representantes 
cometió el error con la Ley de Repoblamiento de la 
Campaña. Durante todo este tiempo, ello nos trajo se- 
rios problemas y dificultades y necesitamos prórroga 
tras prórroga para tratar de solucionar el tema. 


El proyecto de ley que hoy estamos considerando 
corrige, en general, todos los aspectos de inconstitu- 
cionalidad y un montón de problemas relativos a la 
presentación y regularización de títulos de todas las 
colonias y de los productores, lo cual nos parece muy 
importante. Después de la discusión que mantuvimos 
en la última Sesión de la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, y a raíz de lo planteado tanto por 
el señor Senador Larrañaga como por el señor Sena- 
dor Bordaberry con referencia al punto que estamos 
discutiendo, relacionado con el planteo del señor Se- 
nador Agazzi, nos surgieron algunas dudas que mani- 
festamos en esa oportunidad. Por esa razón consulta- 
mos a especialistas e incluso a constitucionalistas, y 
decidimos acompañar este artículo que, tal como lo 
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manifestó el señor Senador Pasquet, deja clara una 
expresión por la positiva que implica solo desafectar 
22.000 ó 23.000 hectáreas de esos treinta y pico de 
productores. Lo demás queda como está; no cambia 
nada más en la ley y no es retroactiva a nada. En 
realidad, si seguimos otros razonamientos que aquí 
se han hecho, no podríamos desafectar nada porque 
la propia ley de colonización nos prohibiría hacerlo. 
El artículo sustitutivo precisamente dice: “Declára- 
se que no están afectadas ni comprendidas por la 
Administración y el régimen instituido por la Ley 
N 11.029, de 12 de enero de 1948 y modificativas, 
las parcelas que integran las colonias que hayan sido 
enajenadas por la Comisión Asesora de Colonización 
o la Sección Fomento Rural y Colonización del Ban- 
co Hipotecario del Uruguay antes del 12 de enero de 
1948”. Insisto, lo único que hace esta norma es des- 
afectar 23.000 hectáreas, el resto queda como está; 
si se quiere, como estaba anteriormente, en que cada 
productor que quería vender pedía su desafectación y 
podía hacerlo porque, además, los títulos ya estaban 
prontos, las hipotecas canceladas y la prescripción 
hecha. Vuelvo a repetir: no cambia nada. Lo cierto 
es que dejamos 23.000 hectáreas fuera del control 
del Instituto Nacional de Colonización y corregimos 
todos los aspectos inconstitucionales que generaron 
los recursos ante la Suprema Corte de Justicia. 


Más allá de esta discusión jurídica -que incluso 
puede tener dos bibliotecas, porque en realidad esto 
en Derecho es válido, de un lado y de otro-, quiero 
agregar algún aspecto distinto y, quizás, actual. Esta- 
mos en el Siglo XXI y ha comenzado la guerra de los 
recursos; en el mundo vamos hacia los 9.000 millones 
de habitantes y, por lo tanto, la necesidad de comida y 
de agua cada día es más creciente. Hay grandes em- 
presas en el mundo asociadas a Estados que compran 
masivamente tierras y no es cierto que no se compran 
predios pequeños para hacer forestación; las 40.000 
hectáreas forestadas en la 9* Sección del departa- 
mento de Cerro Largo corresponden a predios de 500 
a 1.500 hectáreas comprados por una multinacional 
que fue acumulando pedazos de tierra, de a US$ 100, 
US$ 200, US$ 500 o US$ 1.000. Se trata, entonces, 
de 40.000 hectáreas forestadas de a pedacitos, donde 
se terminaron afectando más de 20.000 hectáreas de 
tierras buenas para la ganadería y la agrícultura y con 
recursos de agua extraordinarios. Hay que pensar en 
eso; primero en el patrimonio de la Nación y luego en 
el interés individual. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR SARAVIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la se- 
ñora Senadora Topolansky. 
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SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: qui- 
siera reforzar la conceptualización que está realizan- 
do el señor Senador Saravia. 


En la Legislatura pasada aprobamos la Ley de Or- 
denamiento Territorial que tiene íntima relación con 
estos temas. El territorio debe tener una lógica de 
ordenamiento, de producción y de distribución de la 
población, pero las colonias del Instituto también de- 
ben seguir una lógica de funcionamiento que no se 
puede alterar de cualquier manera. Por lo tanto, me 
parece que los conceptos de ordenamiento territorial 
son más recientes y el pensar sobre cómo organiza- 
mos el territorio donde se asienta nuestra soberanía 
es algo que seguramente no estuvo incorporado en el 
año 1948, cuando se discutió la Ley N* 11.029. Hoy 
tenemos la obligación de incorporar esos conceptos, 
porque el artículo 1? de esa norma habla del bien pú- 
blico, del interés público y del interés particular, en 
un orden de prelación. 


Quería agregar, simplemente, este concepto -aun- 
que me parece que la discusión daría para muchí- 
simo más- que refuerza la conceptualización que se 
estaba exponiendo. 


Gracias, señor Presidente y señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: ponemos 
este tema arriba de la mesa porque entendemos que el 
Uruguay tendrá que discutirlo; además, es clave cuan- 
do hablamos de desafectar o no 176.000 hectáreas. 


Me parece conveniente mirar cifras. Por ejemplo, 
China, para autoabastecerse, necesita 35:000.000 de 
hectáreas más de soja, pero no puede plantarla en su 
territorio porque las primeras capas de tierra están 
contaminadas. ¿A dónde irá en busca de esos recur- 
sos? A la última reserva agrícola que queda sobre el 
planeta, es decir, a la nuestra, aquí en el Mercosur. Por 
otra parte, téngase en cuenta que Japón tiene solo el 
15% del territorio fértil, ya que el resto es cordillera. 
Por ello, las grandes empresas japonesas y coreanas, 
asociadas al Estado japonés, están comprando tierras 
en Nueva Zelanda. Para corroborarlo, basta con mirar 
la discusión de los parlamentarios neozelandeses tra- 
tando de frenar eso. A los productores neozelandeses 
lecheros se les hace imposible comprar una hectárea, 
porque de US$ 30.000 subió a US$ 50.000. Ello se 
debe a la influencia de las grandes multinacionales 
asociadas a los Estados asiáticos. Se han comprado 
Estados enteros en África para producir alimentos; 
incluso han venido a comprar a nuestro país y se han 
hecho ofertas por el Uruguay. Insisto: hay que mirar 
lo que están discutiendo los países capitalistas. No 
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estoy hablando de países de izquierda, sino de Brasil 
que en su último documento “Sin defensa no hay de- 
sarrollo”, declaró a la Amazonia como patrimonio del 
Brasil y está expropiando millones de hectáreas que 
fueron desmatadas. Por su parte, México ha declara- 
do patrimonio histórico la tierra y está controlando 
todo lo que es el recurso agua y tierra. En definitiva, 
todo el mundo está pensando en este tema. Por lo 
tanto, este pequeño artículo, que es una herramien- 
tita que no va a afectar a ningún colono que quie- 
ra vender la tierra, permite que de alguna manera 
el instrumento Instituto Nacional de Colonización 
tenga la potestad -más allá de que quiera comprar 
de acuerdo a lo que le permite la ley- de decir no 
a determinadas inversiones. ¿Por qué? Porque si a 
alguien se le antoja comprar 170.000 hectáreas, no 
precisa ser un gran propietario extranjero, ya que 
cualquier pequeña multinacional o sociedad de un 
Estado puede comprar esa cantidad. Sin embargo, 
el Instituto Nacional de Colonización tiene apenas 
US$ 10:000.000 o US$ 12:000.000 de recursos por 
año, y 170.000 hectáreas a un valor de US$ 3.000 
significan US$ 540:000.000. En la campaña electoral 
dijimos que íbamos a dar 200.000 hectáreas para los 
productores lecheros, pero todavía no encontramos la 
salida de cómo armar un fideicomiso para esos pro- 
ductores que están perdiendo sus tierras por la com- 
petencia de la agricultura. También esto protege a los 
pequeños productores, porque el Instituto Nacional 
de Colonización tiene una herramienta para prote- 
ger, por ejemplo, que las grandes empresas agrícolas 
no arrasen con la tierra al plantar soja, arrancando 
incluso los alambres. Lo digo porque comienzan con 
50 o 200 hectáreas, pero al final juntan mil y, en rea- 
lidad, mil hectáreas de soja al valor actual, en esos 
territorios y en algunas colonias que son excepcio- 
nales, representan rentabilidades altísimas. Ese es el 
elemento que quería volcar encima de la mesa. 


SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR SARAVIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Creo que son muy interesantes 
los conceptos que ha introducido el señor Senador 
Saravia en el sentido de que esto está pasando en 
otros países del mundo, en Uruguay y en el Institu- 
to Nacional de Colonización. Hoy ya existen algunas 
fracciones que, legalmente, fueron desafectadas y cu- 
yos propietarios las vendieron sujetos a derecho; esas 
tierras fueron compradas por transnacionales que, en 
colonias, por ejemplo, realizaron grandes plantacio- 
nes forestales. Esto está sucediendo -lo reitero- en 
el presente y, en realidad, el Instituto Nacional de 
Colonización está en conocimiento de ello; además, 
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es bueno saber que se hizo cumpliendo con las leyes 
respectivas y los derechos que tienen los propietarios. 
En definitiva, por intermedio de la redacción que 
proponemos, tratamos de que esto -de lo que, por otra 
parte, será difícil escaparnos- no se generalice dentro 
del Instituto Nacional de Colonización. 


Es cuanto tenía para manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Gracias, señor Presidente. 


Para finalizar, quiero señalar que este proyecto de 
ley da por terminada una larga discusión que existía, 
porque corrige aspectos de constitucionalidad y lega- 
lidad, al tiempo que no introduce ningún elemento 
nuevo de retroactividad. 


Creemos que es bueno que haya un instrumento 
como el Instituto Nacional de Colonización al mo- 
mento de decidir sobre estos temas. Y decimos esto 
porque hoy el mundo está fijando su mirada en los re- 
cursos que poseen los países latinoamericanos. Es in- 
teresante recordar que, en los próximos diez años, la 
población de estos países alcanzará los 780:000.000 
-en la actualidad, llega a algo más de 500:000.000-, 
mientras que la población del resto del mundo llegará 
a los 9.000:000.000, y la comida y el agua dulce está 
en estas latitudes. Creo que este tema se inicia con 
esta pequeña discusión; por eso la ponemos arriba 
de la mesa, a fin de que todos podamos reflexionar y 
mirar hacia delante. 


Recordemos que la tierra es un bien que pertene- 
ce más a cada uno de nosotros que a la nación. No 
hay que olvidar que se la pedimos prestada a nuestros 
nietos y se las tenemos que devolver en las mejores 
condiciones para su rentabilidad de futuro. Y esto 
nada tiene que ver con la propiedad privada, sino con 
el sentido de nación. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar el ar- 
tículo 5%. Como la discrepancia que se ha planteado 
en Sala refiere solo al primer inciso del artículo 5%, la 
Mesa sugiere que la votación se realice por incisos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
criterio que la Mesa acaba de sugerir, en el sentido de 
votar el artículo 5% por incisos. 


(Se vota:) 


-25 en 27. Afirmativa. 
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Léase el inciso primero del artículo 5% venido de 
Comisión. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Declárase que no están afectadas ni compren- 
didas por la Administración y el régimen instituido 
por la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 y mo- 
dificativas, las parcelas que integran las colonias que 
hayan sido enajenadas por la Comisión Asesora de 
Colonización o la Sección Fomento Rural y Coloniza- 
ción del Banco Hipotecario del Uruguay antes del 12 
de enero de 1948.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el primer inciso del artículo 5 
llegado de Comisión. 


(Se vota:) 
-10 en 28. Negativa. 


Léase el inciso sustitutivo propuesto por varios se- 
ñores Senadores. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Declárase que no están afectadas ni compren- 
didas por la Administración y el régimen instituido 
por la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 y mo- 
dificativas, las parcelas que integran las colonias que 
hayan sido enajenadas por la Comisión Asesora de 
Colonización o la Sección Fomento Rural y Coloni- 
zación del Banco Hipotecario del Uruguay cuyos pro- 
pietarios cumplieron con todas sus obligaciones antes 
del 12 de enero de 1948.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el texto que 
acaba de leerse. 


(Se vota:) 
-17 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Simplemente, señor 
Presidente, me gustaría saber si la fundamentación 
del voto será por inciso o por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida en que se 
votó por inciso, el criterio de la Mesa es fundamentar 
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por inciso. Pero si el Cuerpo desea hacerlo por el ar- 
tículo en su conjunto, no hay ningún inconveniente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solo pregunto cuál va a 
ser el criterio; por mi parte, me atendré a lo que pro- 
ponga la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida en que se 
plantearon discrepancias, la Mesa entiende que debe 
votarse por inciso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: este inciso 
tuvo diferentes tipos de fundamentaciones. En lo per- 
sonal, expresé los motivos que determinaron mi voto 
en ocasión de la defensa de la redacción que presen- 
tamos. Sin embargo, quiero dejar constancia de que 
todas las leyes actuales, los derechos individuales de 
los productores y colectivos del Instituto Nacional de 
Colonización, todo lo que rige la Ley N* 11.029 y las 
leyes anteriores, están vigentes. Esta redacción que 
presentamos no sustituyó nada establecido previa- 
mente, sino que se agregó -algo con lo que estuvimos 
de acuerdo- una desafectación de 22.700 hectáreas. 
En consecuencia, queda claro que no se cambia ni 
sustituye ninguna de las leyes y disposiciones previas 
vigentes en el país. 


Es cuanto quería expresar. Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: quie- 
ro señalar que aun frente a las nuevas explicaciones 
que se han dado, hemos votado negativamente. 


Si no se afecta el régimen anterior, no entiendo 
para qué se está introduciendo esta modificación. Si 
es así, es bueno reconocer que cuando se interprete, 
se lo hará en el sentido de que el régimen establecido 
en el artículo 81 de la Ley N” 11.029 -respetuoso del 
sistema anterior- no queda afectado y, por ende, esta 
norma es innecesaria. Lo que sucede es que, al intro- 
ducirla hoy, estamos creando mayores dudas y dando 
trabajo a los Jueces y a los abogados, que cobrarán 
honorarios. 
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SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: hemos 
votado en contra de este inciso, ante todo, por enten- 
der que desde el punto de vista jurídico es erróneo, 
dado que introduce modificaciones al régimen jurí- 
dico de dominialidad de los propietarios con relación 
a las parcelas que detentaron durante sesenta años, 
incluso con los cambios de dominio. Pero, además, 
porque le otorga discrecionalidad al Poder Ejecutivo, 
que será el que, en definitiva, determine quiénes son 
los que cumplen -o no- las obligaciones establecidas 
antes del año 1948 y, por lo tanto, quiénes serán los 
que estén afectados o no a la Ley N* 11.029. 


Hemos votado en contra también porque esto su- 
pone una verdadera ficción jurídica y, además, por- 
que todos los otros argumentos que se han dado res- 
pecto a la tenencia de la tierra caen frente al hecho 
de que nunca en este país se ha vendido tanta tierra a 
extranjeros como en los últimos siete u ocho años. Si, 
encima, agregamos algún otro “proyectito de hierro” 
que anda por ahí, vamos a ver cuánto de compatible 
termina siendo esto con el “país productivo”. 


Es cuanto tenía para manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el inciso segundo 
del artículo aprobado por la Comisión. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Los propietarios de predios comprendidos en la 
disposición que antecede estarán obligados a ofrecer- 
los en primer término al INC en los términos estable- 
cidos por el artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948. 


La registración realizada de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 12 
de enero de 1948 en la redacción dada por el artículo 
15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
no significa alteración del régimen jurídico de los in- 
muebles en cuestión. En particular, no corresponde 
obtener la autorización previa del INC en caso de 
enajenación, gravamen, así como cualquier otro acto 
de dominio, sin perjuicio del ofrecimiento previsto en 
el inciso anterior.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, la Mesa in- 
currió en un error y se dio lectura a los incisos segun- 
do y tercero del artículo 5%; por lo tanto, corresponde 
votar ambos incisos. 
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(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: quisie- 
ra dejar la constancia de que, a nuestro juicio, esta 
norma no incurre en los mismos errores que el inciso 
primero, pues estipula que todos los propietarios de 
los predios comprendidos en esta disposición tienen 
la obligación de ofrecerlos, en caso de venta, primero 
al Instituto Nacional de Colonización, y esto se aplica 
hacia el futuro. No se trata de otra cosa que de ejercer 
la facultad que podemos ejercer por ley; me refiero a 
modificar la Ley N* 11.029, tal como se hizo en el pa- 
sado al bajar de 1000 a 500 hectáreas Coneat; y ahora, 
para estos predios, no se establece limitación alguna. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda aprobado el pro- 
yecto de ley, que será remitido a la Cámara de Repre- 
sentantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO 1*.- Deróganse los incisos segundo 
y sexto del artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948, en la redacción dada por el artículo 
15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


ARTÍCULO 2*.- Modifícase el inciso duodécimo 
del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero 
de 1948, en la redacción dada por el artículo 15 de 
la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


“Serán subsidiariamente responsables las par- 
tes en el negocio jurídico, así como el escribano que 
otorgare la documentación que se va a inscribir en el 
Registro”. 


ARTÍCULO 3”.- Deróganse los incisos sexto, 
séptimo, octavo y noveno del artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007. 


ARTÍCULO 4*.- Modifícase el inciso segundo del 
artículo 70 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 
1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la 
Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 
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“Toda enajenación, gravamen o subdivisión o la 
cesión en cualquier forma de disfrute debe hacerse 
con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización, aun en el caso en que el colono haya 
satisfecho íntegramente sus obligaciones”. 


ARTÍCULO 5*.- Declárase que no están afectadas 
ni comprendidas por la Administración y el régimen 
instituido por la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 
1948 y modificativas, las parcelas que integran las 
colonias que hayan sido enajenadas por la Comisión 
Asesora de Colonización o la Sección Fomento Rural 
y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay, 
cuyos propietarios cumplieron con todas sus obliga- 
ciones antes del 12 de enero de 1948. 


Los propietarios de predios comprendidos en la 
disposición que antecede estarán obligados a ofrecer- 
los en primer término al Instituto Nacional de Colo- 
nización en los términos establecidos por el artículo 
35 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948. 


La registración realizada de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 
12 de enero de 1948, en la redacción dada por el 
artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre 
de 2007, no significa alteración del régimen jurídico 
de los inmuebles en cuestión. En particular, no 
corresponde obtener la autorización previa del 
Instituto Nacional de Colonización en caso de 
enajenación, gravamen, así como cualquier otro acto 
de dominio, sin perjuicio del ofrecimiento previsto 
en el inciso anterior. 


ARTÍCULO 6*.- Agréganse al artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, los siguientes incisos: 


“Decláranse válidos los contratos realizados rela- 
tivos a las parcelas adquiridas a la Sección Fomento 
Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uru- 
guay, bajo la vigencia de leyes de fomento rural, así 
como al Instituto Nacional de Colonización, inscrip- 
tos en los Registros públicos hasta la entrada en vi- 
gencia de la presente ley. 


Facúltase al Instituto Nacional de Colonización 
a exigir a los propietarios de las tierras afectadas el 
registro de sus títulos en la institución, en la forma y 
condiciones que establecerá la reglamentación que 
a tales efectos dicte el Poder Ejecutivo. El incumpli- 
miento de lo establecido en el párrafo anterior habi- 
litará al Instituto Nacional de Colonización a aplicar 
una multa a los titulares del predio por el equiva- 
lente de hasta el 25% (veinticinco por ciento) del 
valor del inmueble fijado por la Dirección Nacional 
de Catastro”. 
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ARTÍCULO 7”.- Agrégase al artículo 101 de la Ley 
N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción 
dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de 
noviembre de 2007, el siguiente literal: 


“E) No cumpliere con cualquiera de las condicio- 
nes que estipulan la presente ley y sus respectivas 
reglamentaciones”. 


ARTÍCULO 8?.- Las promesas de compraventa de 
campos de una extensión inferior a mil hectáreas, 
inscriptas con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, no 
están comprendidas en la obligación impuesta por el 
inciso primero del artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 
12 de enero de 1948, con las modificaciones dispues- 
tas por la presente ley. 


Los campos de una extensión inferior a mil hectá- 
reas vendidos en remates judiciales celebrados antes 
de la entrada en vigencia de la Ley N” 18.187, de 2 
de noviembre de 2007, no están comprendidos en la 
obligación impuesta por el inciso primero del artículo 
35 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, con 
modificaciones dispuestas por la presente ley. 


Quedan convalidadas ipso jure las subdivisiones 
realizadas sin haberse tramitado y obtenido la au- 
torización de precepto, registradas en la Dirección 
Nacional de Catastro hasta la entrada en vigencia 
de la presente ley. A partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley la Dirección Nacional de Catastro 
no registrará subdivisión alguna de parcelas afecta- 
das a los fines de interés colectivo promovidos por 
la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 y modifi- 
cativas, sin la constancia de haberse otorgado por el 
Instituto Nacional de Colonización la autorización 
respectiva. 


ARTÍCULO 09".- El Poder Ejecutivo reglamentará 
la presente ley en un plazo de seis meses posterior a 
su promulgación.” 


16) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA CONFERIR ASCENSO 
AL GRADO DE CORONEL DE LA FUERZA 
AÉREA A UN TENIENTE CORONEL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
segundo punto del Orden del Día: “Informe de la 
Comisión de Defensa Nacional, relacionado con la 
solicitud de venia del Poder Ejecutivo a efectos de 
conferir el Ascenso al grado de Coronel de la Fuerza 
Aérea Uruguaya, con fecha 1” de febrero de 2011, al 
señor Teniente Coronel, Juan Manuel Prada Viglione 
(Carp. N* 503/11 - Rep. N* 271/11).” 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 503/11 
Rep. N* 271/11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Montevideo, 15 de marzo de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo solicitando la venia correspondiente para 
conferir el ascenso al grado de Coronel de la Fuerza 
Aérea Uruguaya, con fecha 1” de febrero de 2011, 
al siguiente señor Teniente Coronel, de conformidad 
con lo establecido en el numeral 11 del artículo 168 
de la Constitución de la República. ESCALAFÓN “F” 
(COMUNICACIONES Y ELECTRÓNICA). Por el Sis- 
tema de Antigúedad, Aptitudes y Suficiencia: Tenien- 
te Coronel (C. y E.) don Juan M. Prada. 


Saluda al señor Presidente con la mayor 
consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Rosadilla, Ministro de Defensa Nacional. 
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Comisión de Defensa Nacional 
ACTA N* 21 


En Montevideo, el día once de abril del año dos 
mil once, a la hora diecisiete y cinco minutos, en la 
Sala de Ministros, se reúne la Comisión de Defensa 
Nacional de la Cámara de Senadores. 

Asisten los señores Senadores miembros Luis José 
Gallo Imperiale, Rodolfo Nin Novoa, Daniel Peña y 
Tabaré Viera. 

Preside ad hoc el señor Senador Rodolfo Nin 
Novoa. 

Faltan con aviso los señores Senadores Eleuterio 
Fernández Huidobro, Luis Alberto Lacalle Herrera y 
Jorge Saravia. 

Abierto el acto, se da cuenta del siguiente asunto 
entrado: 

- Carpeta N* 510/11. Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que solicita venia para conferir ascensos al gra- 
do de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, a varios 
señores Tenientes Coroneles. Distribuido N* 673/11. 
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Acto seguido, se procede a la consideración del 
Orden del Día: 

1) Elección de Vicepresidente de la Comisión. Se 
acuerda postergar su tratamiento. 

2) Carpeta N* 503/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para conferir ascen- 
so al grado de Coronel de la Fuerza Aérea Urugua- 
ya, al señor Teniente Coronel Juan Manuel Prada 
Viglione. Distribuido N* 659/2011. La Comisión 
aprueba proyecto de resolución: 4 en 4. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informan- 
te al señor Senador Rodolfo Nin Novoa (Informe 
verbal). 

De lo actuado, se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 676/11 
que integra este documento. 

A la hora diecisiete y doce minutos, se levanta la 
Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Rodolfo Nin Novoa, Presidente ad hoc; María 
Celia Desalvo, Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: la Co- 
misión de Defensa Nacional del Senado ha aprobado 
por unanimidad esta solicitud de venia que envía el 
Poder Ejecutivo para conferir el ascenso al Grado de 
Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya al Teniente Co- 
ronel don Juan Manuel Prada. 


El Teniente Coronel Prada nació en el año 1960 
e ingresó en la Escuela Militar de Aeronáutica el 1? 
de febrero de 1979, egresando como Alférez el 1” de 
febrero de 1982. El 1” de febrero de 1985 ascendió 
a Teniente Segundo; el 1” de febrero de 1988, a Te- 
niente Primero; el 1% de febrero de 1993, a Capitán; 
el 1? de febrero de 1998, a Mayor y el 1” de febrero 
de 2005, a Teniente Coronel. Desde esa fecha hasta 
el presente se ha desempeñado en ese cargo y ha 
actuado en diversas dependencias de la Brigada de 
Comunicaciones y Electrónica, pues esa es su espe- 
cialidad. 


Con el Grado de Mayor se desempeñó como Co- 
mandante del Grupo de Comunicaciones de los Servi- 
cios de Comunicaciones, como Jefe de Departamento 
del Estado Mayor General de la Fuerza Aérea y como 
Jefe de Departamento de la Dirección de Navegación 
Aérea en la Dirección Nacional de Aviación Civil e 
Infraestructura Aeronáutica. 


3 de mayo de 2011 


Con el Grado de Teniente Coronel ocupó el car- 
go de Jefe de División en la Dirección de Nave- 
gación Aérea. Participó dos veces en las misiones 
oficiales de la Campaña Antártica, concurrió a Es- 
paña a un Curso de Operación y Mantenimiento y 
en Brasil realizó un Viaje de Instrucción del Curso 
de Estado Mayor de la Escuela de Comando y Es- 
tado Mayor Aéreo. 


Además, es docente de la Escuela de Comando y 
Estado Mayor Aéreo. 


Entre los cursos que ha realizado y los títulos que 
posee, podríamos destacar el Curso de Juez Suma- 
riante en la Justicia Militar, el Curso Superior de 
Comunicaciones y Electrónica de ler. año, el Curso 
Superior de Comunicaciones y Electrónica de 2* año, 
entre otros. 


Como señalé al comienzo de mi exposición, la 
Comisión se pronunció unánimemente por la acep- 
tación de esta venia para conferir ascenso al Grado 
de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya al Teniente 
Coronel Juan Manuel Prada Viglione. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Concédese al Poder Ejecutivo 
la venia solicitada para conferir el ascenso al Grado 
de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 
1% de febrero de 2011, al siguiente señor Teniente 
Coronel, de conformidad con lo establecido en el nu- 
meral 11 del artículo 168 de la Constitución de la 
República. 


ESCALAFÓN “F” (COMUNICACIONES Y 
ELECTRÓNICA) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 


ciencia 
- Teniente Coronel (C. y E.) don Juan M. Prada.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Queda aprobado el proyecto de resolución, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


17) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECU- 
TIVO PARA DESTITUIR DE SUS CARGOS A 
VARIOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Se- 
nado pase a Sesión secreta para considerar el asunto 
que figura en tercer término del Orden del Día. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 49 minutos.) 

(En Sesión pública.) 

- Habiendo número, se reanuda la Sesión. 

(Es la hora 13 y 1 minuto.) 

- Dese cuenta de lo actuado en Sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- El Senado, en Sesión secreta, ha concedido las 
venias solicitadas por el Poder Ejecutivo para desti- 
tuir de sus cargos a tres funcionarias del Ministerio 
de Salud Pública y a una funcionaria de la Presiden- 
cia de la República, en todos los casos por la causal 
de ineptitud física. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se realizarán las comu- 


nicaciones pertinentes. 


18) SUSPENSIÓN DE LA SESIÓN ORDINARIA 
DE MAÑANA 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que el Se- 
nado no tiene asuntos para incorporar al Orden del 
Día, la Mesa desea consultar al Cuerpo -en ese senti- 
do es que hace la sugerencia- si considera pertinente 
suspender la Sesión ordinaria prevista para el día de 


mañana. 
(Apoyados.) 


- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
criterio propuesto. 


(Se vota:) 


- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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19) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN señores Senadores Agazzi, Baráibar, Bordaberry, 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- Dama: callo Tpenala Cemou. HEDES 


tos a considerar, se levanta la Sesión. Lorier, Martínez, Montiel, Nin Novoa, Pasquet, 


(Así se hace, a la hora 13 y 1 minuto, presidiendo Saravia, Solari, Tajam, Topolansky, Viera y 


el señor Danilo Astori y estando presentes los Xavier.) 
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